
Señor 

JUEZ CONSTITUCIONAL (REPARTO – RIONEGRO, ANTIOQUIA)
E. S. D.

Accionante: TATIANA PAOLA HERNÁNDEZ NIETO, identificada con cédula de ciudadanía N° 
43.903.488 de Bello (Antioquia), actuando en nombre propio.
Correo electrónico: lacuerpa@riseup.net
Teléfono: 300 783 5088

Accionados:

1. OFICINA DE CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO (OCID) DEL MUNICIPIO DE 
RIONEGRO

2. NORBEY ANDRÉS GIL CIFUENTES, en su calidad de Jefe de la OCID de Rionegro

Derechos fundamentales vulnerados: Debido proceso (art. 29 C.P.), defensa, igualdad (art. 13 
C.P.), acceso a la administración de justicia (art. 229 C.P.), buen nombre y honra (art. 15 C.P.), 
prohibición de retaliación (Sentencia T-045 de 2015).

Vinculados sugeridos: Personería Municipal de Rionegro, Procuraduría Provincial de Rionegro, 
Secretaría de Educación de Rionegro (para que aporten información sobre la violación de reserva y 
la competencia de la OCID).

I. HECHOS

A. Mi condición de sujeto de especial protección constitucional

1. Soy docente de carrera en propiedad (Decreto Ley 1278 de 2002), mujer, homosexual 
(LGBTIQ+), declarada en riesgo extraordinario por la Unidad Nacional de Protección 
mediante Resolución N° 00006646 de 2019, como consecuencia de amenazas derivadas de 
mi labor docente y mi activismo en defensa de estudiantes LGBTIQ+. Fui desplazada 
forzosamente del Municipio de Bello al de Rionegro como medida de protección.

B. Antecedente disciplinario: la OCID me suspendió, pero el Alcalde me dio la razón

2. Mediante Autos 076 del 1 de agosto de 2025 y 084 del 30 de octubre de 2025, la OCID me 
impuso y prorrogó una suspensión provisional de tres meses sin derecho a remuneración.

3. El 7 de noviembre de 2025 presenté consulta ante el Alcalde Municipal de Rionegro (Auto 
005), exponiendo que la suspensión era desproporcionada, carecía de pruebas reales de 
maltrato, vulneraba mi mínimo vital y mi salud, y se basaba en testimonios contradictorios y 
en el incumplimiento de la Ley 1620 de 2013 por parte de la rectora y la coordinadora. 
También denuncié discriminación por mi orientación sexual.

4. El 21 de noviembre de 2025, el Alcalde, mediante Auto 006, REVOCÓ la prórroga de la 
suspensión, con fundamento en la ausencia de riesgo real (los estudiantes estaban en 
periodo vacacional) y en la desproporcionalidad de la medida, dando parcialmente la razón a 
mis argumentos.



C. En retaliación, la OCID abre un nuevo proceso disciplinario (014-2026Q) en mi contra, sin 
garantías

5. El 4 de febrero de 2026, la OCID, a través de su Jefe Norbey Andrés Gil Cifuentes, profiere 
el Auto 008 de 2026 mediante el cual abre investigación disciplinaria en mi contra bajo el 
radicado 014-2026Q, con fundamento exclusivo en una queja de la rectora María Victoria 
Estrada Castañeda (quien ha sido mi principal hostigadora).

6. El 13 de abril de 2026, la OCID negó entregarme copias del expediente 014-2026Q, 
argumentando falsamente que solo los “sujetos procesales” pueden acceder, cuando YO 
SOY LA INVESTIGADA. (Anexo 1)

7. El 6 de mayo de 2026, la OCID ratificó su negativa, reiteró que el quejoso no es sujeto 
procesal (ignorando que soy la investigada), negó reconocerme como víctima y se negó a 
informar sobre el expediente 2025RE037736 (quejas contra la rectora). (Anexo 2)

D. Trato desigual: la OCID investiga mis conductas con celeridad, pero ignora mis quejas 
contra la rectora y otros funcionarios

8. He radicado múltiples quejas disciplinarias ante la Personería y directamente ante la OCID 
contra la rectora María Victoria Estrada Castañeda, la coordinadora Magdalena Manrique 
Flórez, el subsecretario Juan Fernando Restrepo Tabares y la secretaria de Educación María 
Camila Henao Hernández, por violación de la Ley 1620 de 2013, estigmatización por salud 
mental, discriminación LGBTIQ+, respuestas evasivas y traslados arbitrarios. En el 
expediente 014-2026Q obra la declaración jurada de la rectora María Victoria Estrada 
Castañeda (26 de febrero de 2026), en la que afirma que “la educadora Tatiana en mi 
parecer está enferma” y que “tiene un comportamiento bipolar”, estigmatizándome por 
salud mental.

9. El expediente 2025RE037736 (quejas contra la rectora) fue remitido por la Personería a la 
OCID en agosto de 2025. A la fecha, la OCID no ha iniciado actuación alguna contra ellos. 
En cambio, la OCID abrió el expediente 014-2026Q en mi contra de manera inmediata y sin 
garantías.

E. El Ministerio de Educación Nacional y la Personería confirmaron la competencia de la 
OCID

10. El 13 de mayo de 2026, el Ministerio de Educación Nacional me respondió 
(radicados 2026-EE-173115 y 2026-EE-173125) informando que remitió mis denuncias 
disciplinarias a la OCID de Rionegro. (Anexo 6)

11. El 14 de mayo de 2026, la Personería de Rionegro confirmó que remitió las quejas 
contra la rectora a la OCID (Auto PDVA-02-052 del 22/07/2025, radicado 2025RE037736) 
y que se negó a ejercer el poder disciplinario preferente, dejando toda la competencia en 
manos de la OCID. (Anexo 7)

F. La OCID ha quebrantado la reserva que invoca para negarme información, comunicándose 
con personal del colegio

12. El 8 de mayo de 2026, al activar el conducto regular ante el Consejo Directivo de la 
I.E. Baldomero Sanín Cano, la secretaria de esa institución me preguntó: “Yo apenas tengo 
una queja, ¿usted cuántas tiene?” Esta pregunta evidencia que la secretaria conoce la 
existencia de múltiples quejas en mi contra, información que solo puede provenir del 



expediente disciplinario 014-2026Q. La OCID o la Secretaría de Educación quebrantaron la 
reserva del artículo 115 de la Ley 1952 de 2019 para informarle. La rectora del Baldomero, 
presente, no intervino para corregirla. (Anexo 8)

G. El Juzgado Primero Civil del Circuito declaró la nulidad de mi tutela anterior, lo que 
demora mi protección

13. El 14 de mayo de 2026, el Juzgado Primero Civil del Circuito de Rionegro profirió el 
Auto N° 145 declarando la nulidad de lo actuado en la acción de tutela que había presentado 
contra la Secretaría de Educación (radicado 2026-00366), por falta de vinculación de las 
instituciones educativas involucradas. (Anexo 9)
Este auto demuestra que los mecanismos ordinarios de protección se han dilatado por causas 
ajenas a mi voluntad, agravando mi perjuicio irremediable y reforzando la necesidad de una 
protección inmediata contra la OCID, que continúa con el proceso disciplinario en mi contra 
mientras espero que se resuelva mi situación laboral.

H. Contexto adicional: patrón de hostigamiento institucional (licencia menstrual, jornada 
laboral, falta de manual de convivencia)

14. La Secretaría de Educación y la rectora del colegio Baldomero Sanín Cano han 
actuado de manera sistemática en contra de mis derechos laborales, negándose a aplicar la 
Resolución del Ministerio de Educación Nacional sobre permiso menstrual para docentes 
(oficio del 8 de abril de 2026 del Subsecretario Juan Fernando Restrepo Tabares), 
vulnerando mi jornada laboral (Decreto 1850 de 2002) y omitiendo la adopción del manual 
de convivencia. Este comportamiento evidencia un patrón institucional de hostigamiento del 
cual la OCID es un engranaje más. (Se menciona como contexto, sin anexar estos 
documentos para no desviar el objeto de la tutela).

I. Perjuicio patrimonial que agrava mi vulnerabilidad

15. La Secretaría de Educación me adeuda salarios de la suspensión de 2021, pago 
incompleto de noviembre de 2025, y ha omitido aportes pensionales al FOMAG, todo dentro 
del mismo patrón de retaliación del cual la OCID es parte.

II. DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS

Derecho
Base 

constitucional
Conducta vulneradora

Debido proceso Art. 29 C.P.
Negación de acceso al expediente 014-2026Q bajo 
excusa de reserva.

Defensa Art. 29 C.P. Impedir conocer cargos y pruebas para controvertirlos.

Igualdad Art. 13 C.P.
Investigación selectiva: a mí se me procesa; a los 
funcionarios denunciados, no. La “reserva” se usa contra 
mí pero se viola para informar a terceros.

Buen nombre y honra Art. 15 C.P.
Difusión de información disciplinaria a la secretaria del 
Baldomero.

Acceso a la 
administración de 
justicia

Art. 229 C.P.
Se me disuade de denunciar al usar el proceso 
disciplinario como herramienta de retaliación.

Prohibición de Sentencia T-045 Apertura del expediente 014-2026Q después de que el 



Derecho
Base 

constitucional
Conducta vulneradora

retaliación de 2015
Alcalde revocara mi suspensión y después de ejercer 
acciones constitucionales.

III. PROCEDENCIA DE LA TUTELA

1. Subsidiariedad – No existe recurso contra la negativa de acceso al expediente, pues los 
recursos internos serían resueltos por la misma OCID.

2. Perjuicio irremediable – Sin acceso al expediente no puedo defenderme. La OCID puede 
tomar decisiones en cualquier momento. Cada día que pasa sin que se investigue a los 
funcionarios denunciados, el hostigamiento continúa.

3. Confirmación de ineficacia por el Auto de nulidad – El Juzgado Primero Civil del 
Circuito acaba de declarar la nulidad de mi tutela anterior contra la Secretaría de Educación, 
lo que demora aún más cualquier protección. La OCID, mientras tanto, sigue activa en mi 
contra.

4. Sujeto de especial protección – Mujer, LGBTIQ+, riesgo extraordinario declarado, 
desplazada.

5. Retaliación y desviación de poder – Apertura del expediente 014-2026Q después de que el 
Alcalde revocara la suspensión y después de que ejerciera acciones constitucionales.

6. Confirmación del Ministerio y la Personería – Ambas entidades remitieron mis denuncias 
a la OCID, reconociendo su competencia. La OCID no puede seguir excusándose ni 
dilatando la investigación contra los funcionarios denunciados.

IV. PRETENSIONES

PRIMERA: Tutelar mis derechos fundamentales al debido proceso, defensa, igualdad, acceso a la 
justicia, buen nombre y honra.

SEGUNDA: Ordenar a la OCID que en 24 horas me entregue copia íntegra del expediente 014-
2026Q y del expediente 2025RE037736 (quejas contra la rectora), o informe motivado sobre el 
estado de este último.

TERCERA: Ordenar a la OCID que en 48 horas dé respuesta de fondo y motivada sobre por qué 
no ha abierto investigación disciplinaria contra la rectora María Victoria Estrada Castañeda, la 
coordinadora Magdalena Manrique Flórez, el subsecretario Juan Fernando Restrepo Tabares y la 
secretaria de Educación María Camila Henao Hernández, a pesar de que el Ministerio de Educación 
Nacional y la Personería remitieron dichas denuncias a la OCID.

CUARTA: Declarar que la OCID ha actuado en retaliación y trato desigual en mi contra, y como 
consecuencia ordenar la suspensión inmediata del expediente disciplinario 014-2026Q hasta 
que se me garantice el acceso íntegro al expediente, la notificación de cargos y la posibilidad 
de contradicción, sin perjuicio de que el juez constitucional ordene el archivo si encuentra que la 
apertura fue retaliatoria.



QUINTA: Ordenar a la OCID que se abstenga de abrir nuevos procesos disciplinarios en mi contra 
sin garantizar previamente el debido proceso, el acceso al expediente y la contradicción.

SEXTA: Ordenar a la OCID que me reconozca como víctima y parte interesada dentro de los 
procesos disciplinarios que curse contra los funcionarios que he denunciado, con derecho a ser 
notificada y a aportar pruebas.

SÉPTIMA: Ordenar a la OCID que investigue la violación de la reserva del expediente 014-
2026Q, que permitió que la secretaria de la I.E. Baldomero Sanín Cano conociera información 
reservada sobre las quejas en mi contra, y que sancione a los responsables.

V. MEDIDA PROVISIONAL (art. 7 Decreto 2591/91)

Solicito al juez constitucional que, como medida provisional mientras se decide la tutela, ordene a 
la OCID de Rionegro:

1. Suspender inmediatamente los plazos y cualquier actuación de fondo dentro del 
expediente disciplinario 014-2026Q, incluyendo la formulación de cargos, la práctica de 
pruebas o la emisión de fallo.

2. Remitir al despacho, en un plazo no mayor a 48 horas, copia íntegra del expediente 014-
2026Q y del expediente 2025RE037736 (quejas contra la rectora), para que el juez verifique 
su contenido.

3. Abstenerse de difundir cualquier información sobre dichos expedientes a terceros ajenos 
al proceso, especialmente a funcionarios de las instituciones educativas donde laboro.

VI. PRUEBAS (lista de anexos)

N° Descripción
1 Respuesta OCID del 13 de abril de 2026 (negativa a entregar expediente)
2 Respuesta OCID del 6 de mayo de 2026 (Scan_6956.pdf)
3 Auto 008 del 4 de febrero de 2026 (apertura expediente 014-2026Q)
4 Consulta al Alcalde (Auto 005 del 7 de noviembre de 2025)
5 Auto 006 del Alcalde del 21 de noviembre de 2025 (revocatoria de la prórroga)

6
Oficios del Ministerio de Educación Nacional del 13 de mayo de 2026 (2026-EE-173115 y 
2026-EE-173125)

7 Respuesta de la Personería de Rionegro del 14 de mayo de 2026 (radicado 2026020513)

8
Derecho de petición al Consejo Directivo del Baldomero (8 de mayo de 2026) – violación de 
reserva

9
Auto de nulidad del Juzgado Primero Civil del Circuito (14 de mayo de 2026, rad. 2026-00366-
01)

10
Declaración jurada de la rectora María Victoria Estrada Castañeda (26 de febrero de 2026) – 
estigmatización

11 Colillas de pago y documentos de perjuicio patrimonial (resumen)
12 Quejas ante la Personería de Rionegro (marzo y mayo de 2025)



VII. ANEXOS

Se adjuntan los documentos relacionados en la lista anterior, numerados correlativamente del 1 al 
12.

VIII. JURAMENTO

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que la presente acción de tutela no ha sido presentada 
ante otro juez ni existe sentencia previa sobre los mismos hechos.

IX. NOTIFICACIONES

Accionante: Tatiana Paola Hernández Nieto
Correo electrónico: lacuerpa@riseup.net
Teléfono: 300 783 5088

Accionados:
Oficina de Control Interno Disciplinario (OCID) del Municipio de Rionegro
Correo electrónico institucional: cdisciplinario@rionegro.gov.co
Jefe Norbey Andrés Gil Cifuentes – cdisciplinario@rionegro.gov.co.

Dado en Rionegro, a 20 de mayo de 2026.

Atentamente,

Docente de Matemáticas

Correo: lacuerpa@riseup.net

mailto:cdisciplinario@rionegro.gov.co
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Rionegro, 
 
                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                               
Señora 
TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO 
Docente 
Cedula: 43.903.488 
Correo: lacuerpa@riseup.net 
Rionegro, Antioquia     
      
 
Asunto: Respuesta Derecho de Petición  
 
 
Cordial Saludo,  
 
En atención al derecho de petición que usted presentó mediante correo electrónico 
dirigido a la Secretaría de Educación y al Departamento Jurídico, a través del cual 
formula diversas solicitudes, entre ellas la contenida en el numeral quinto, de 
competencia directa de la Oficina de Control Interno Disciplinario, en la que requiere 
información escrita y detallada sobre el estado actual de las investigaciones 
disciplinarias que se adelantan en su contra (expedientes 027-2025Q, 050-2025Q y 
051-2025Q), me permito informarle lo siguiente: 
 
Los expedientes relacionados en su petición fueron unificados en uno solo, 
identificado como 027-2025Q ACUMULADO, el cual ya le había sido notificado 
previamente y remitido al correo electrónico aportado y autorizado por usted. 
 
En cuanto al estado actual del expediente No. 027-2025Q ACUMULADO, este se 
encuentra en etapa de cierre y análisis de las actuaciones correspondientes. 
 
Adicionalmente, le recordamos que en esta oficina reposan otros expedientes en 
trámite en los cuales usted obra como disciplinada. En el marco de las actuaciones 
adelantadas conforme a la normativa vigente aplicable, se informa el estado de 
estos: 
  
 
 
   

mailto:lacuerpa@riseup.net


 

 

Expediente Disciplinario Estado 
 

078 y 0602021Q y 023, 
026,034,043 y 048-2022Q 

Cierre de Investigación Disciplinaria y análisis de las 
actuaciones correspondientes 

112-2023Q Cierre de Investigación Disciplinaria análisis de las 
actuaciones correspondientes 

057-2025Q En evaluación  

014-2026Q Apertura de Investigación Disciplinaria 

 
Es importante señalar que los procesos disciplinarios se han adelantado conforme 
a los principios del debido proceso, garantizando en todo momento su derecho de 
defensa y contradicción. 
 
Finalmente, se le recuerda que podrá acceder al expediente en cualquier momento, 
de conformidad con lo dispuesto en la normatividad vigente. 
 
 
Atentamente, 
 
   
  
 
NORBEY ANDRES GIL CIFUENTES 
Jefe Oficina de Control Interno Disciplinario 
 

 NOMBRE /CARGO FIRMA FECHA 

Proyectó Elizabeth Cristina Pérez – P.U  13/04/2026 

Revisó Norbey Gil – Jefe de OCID  13/04/2026 

Aprobó  Norbey Gil - Jefe de OCID  13/04/2026 

*Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas y 
disposiciones legales vigentes y, por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para firma. 
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AUTO DE APERTURA
INVESTIGACIÓN DISCIPLINAR¡A

AUTO 008 del 04 de febrero de 2026
DEPENDENCIA CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO
RADICACIÓN
INVESTIGADO
CARGO:
ENTIDAD
HECHOS PRESUNTO INCUI\¡PLIIVIENTO DE FUNCIONES
INFORMANTE IVIARÍA VICTORIA ESTRADA CASTAÑEDA (RCCIOTA) Y PADRES

DE FAMILIA GRADO 8-01

014-2026
ATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO

DOCENTE
SECRETAR DE EDUCAC N

Rionegro,
1. COMPETENCIA

EI inciso cuarto del artÍculo 2 de la Ley 1952 de 2019 mod¡f¡cada por la Ley 2094 de 2021
dispone: (. .) " Sin perjuic¡o del poder disciplinario preferente de la Procuraduría General de
la Nación y de las personerías distritales y municipales, corresponde a las of¡cinas de
control discipl¡naio ¡ntemo y a los funcionarios con potestad disciplinaria de las ramas,
órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos d¡sciplinar¡os contra los servidores
públicos de sus dependencras" (... )

Mediante Decreto 068 del 04 de mazo del 2021, se adoptó la estructura de la
Administración l\¡un¡cipal de Rionegro y se definieron las funciones de sus organismos y

dependencias; en su artículo 21 se creó la Oficina de Control lnterno Discipl¡nario, quien
dentro de sus funciones se encarga entre otras, de adelantar las investigacrones
disciplinarias en contra de los serv¡dores públ¡cos de la adm¡nistración municipal de
Rionegro, los direct¡vos docentes, docentes y personal administrativo de la planta de
personal docente de este munic¡p¡o y por ello, se permite decidir sobre el mérito de la
presente invest¡gación disciplinaria, la cual se adelantara en contra de la señora TATIANA
PAOLA HERNANDEZ NIETO, en su condición de Docente de la lE lnstituto Josefina Muñoz
Gonzalez, para la época de los hechos.

2. ASUNTO A TRATAR

El Jefe de la Oficina de Control lnterno Disciplinario, con fundamento en las disposiciones
legales y de conformidad con lo establec¡do en los artículos 211 y s¡guientes, procede a
evaluar la queja presentada con el fin de establecer si existe mérito para ordenar la Apertura
de lnvestigación Disciplinaria o en su defecto el archivo de las presentes d¡ligencias.

Elaboró:
lnterdisc¡plinario
Fecha: abril 20 de2122

Equipo Rev¡só: Jefe de oficina de Control
lnterno disciplinario
Focha: abril 20 de2022

Aprobó: Equrpo
Direccionamiento lnstitucional
Fechai abtil25 de2122
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3. HECHOS

La presente investigación tuvo origen en la queja radicada al coneo de la Oficina de Control
lnterno Disciplinario el dia lunes 2 de febrero de 2026 por parte de la lrTformante María
Victoria Estrada Castañeda la cual relata lo siguiente:

"...Asunto: repone s¡tuación de la educadora TATIANA PAOU HERNÁNDEZ
NIETO, quien presta serylcios en el área de matemáticas en la lnstitución Educativa
Joseñna Muñoz González y a la presente fecha padres de famil¡a manifiestan
sltuac¡ones sobre presunto mal trato hacia sus h4bs de grado I grupo 1.

Respetados señores.'

Atentamente, me perm¡to poner en conocimiento situac¡ones que presuntamente, se
han venido presentando con la educadora TATIANA PAOU HERNANDEZ NIETO,
durante el presente año lect¡vo, con algunos estudiantes de grado 8o grupo 1 .

Sobre e/ asunto, envío escrito de lo que manif¡estan /os padres de familia y escrito
donde pongo en conocimiento de la situación a la citada educadora.

Frente al cumplimiento de la jornada laboral, el dia maftes 27 de los corrientes llegó
a las 7:15a.m. a la institución y el día de hoy 30 de enero me encontraba en uno de
los pasillos porque con la ausenc¡a de algunos educadores debía pasar a mirar cómo
se esfaban /os grupos, me la encontré alrededor de las 7:18a.m., dirigiéndose tarde
al aula de clase, pues la jornada escolar inicia a las 7:00a.m y le manif¡esto que debe
de mejorar con relac¡ón a las llegadas tarde y responde que ella ya había llegado
desde hacía rato a la ¡nstitución, entonces que eso no es llegar tarde.

Les informo además, que al llamar a rectoria a la educadora TATIANA PAOLA, se
muestra inconforme y muy alterada al recibir el escrito sobre queja de los padres de
familia y me dice que de esa manera no puedo actuar, que yo no puedo tomar nota
y hacer f¡rmar a nadie, que eso ella no lo acepta y de manera intimidante se dirige
cuando me traslado de lugar en la rectoría haciendo requerimientos sobre el asunto,
además porque me obliga a que nuevamente le tengo que colocar fecha de lo que
le estoy haciendo entrega; de esta s¡tuación pudo obsevar la coordinadora lmelda
quien se encontraba en la oficina en ese momento. Es de anotar, que, en varias
ocasiones la educadora ha actuado de esa manera irrespetuosa, desafiante al
dirigirse a mi."

4. TRÁMITE PROCESAL

Dadas las c¡rcunstancias mencionadas procede este despacho a real¡zar el reparto de la
queja referida com¡s¡onando a la profes¡onal universitaria ELIZABETH RENDÓN RAMiREZ,

Elaboró:
lnterdisciplinario
Fecha abril 20 de2022

Equrpo Revisó: Jefe de oficina de Control
lnterno disciplinario
Fecha. abril20 de2022

Aprobó: Equ¡po
Direccionamiento lnstitucional
Fecha: abril 25 de2022
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para que adelante todas las actuaciones a las que hubiere lugar, decretando y practicando
las pruebas necesarias para determinar si se configura el ilícito disciplinario

5. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

Tal y como se mencionó al inicio de la presente providencia, t¡ene origen la presente
investigación en la queja ¡nterpuesta por la lnformante lvlarÍa Victoria Estrada Castañeda
Rectora de la lE Joseflna lvluñoz González en la que narra la s¡tuación que se suscitó con
la investigada.

Al respecto es importante aclarar por este despacho que se investigará el presunto
lncumplim¡ento de sus func¡ones.

RESUELVE

PRIMERO: Abrir formal ¡nvestigación discipl¡naria en contra de TATIANA PAOLA
HERNANDEZ NIETO identiflcada con cedula 43.903.488, en su calidad de Docente de la
lE Joseflna Muñoz González para la época de los hechos, de conformidad con lo expuesto
en la parte considerat¡va de esta providencia.

SEGUNDO: Ordenar la práctica de las siguientes pruebas

Ampliacrón de Queja por parte de la lnformante María Victoria Estrada Castañeda y de
los padres de Familia

Escuchar en declaración a los estudiantes afectados por los comportamientos de la
docente TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO, para lo cual se dará cumplimiento a lo
preceptuado en el Código de lnfancia y adolescencia Articulo 150 sobre testimonios de
niños y adolescentes.

Oficiar a la lnstituc¡ón Educativa para que informe si cuenta con un control de ingreso y
salida del personal docente y, de ser así, rem¡ta copia de la documentación
correspondiente respecto de la docente TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO.

Verificar antecedentes disciplinarios ante Personería y Procuraduría y este mismo
despacho

TERCERO: Solicitar a la Secretaría de Educación -Talento Humano la información
relac¡onada con la hoja de vida de la investigada, respecto de su ident¡dad personal, última
dirección registrada, número telefónico, sueldo devengado para la época de los hechos
(202), tipo de vinculación, de acuerdo con lo estipulado en el artículo 215 de la Ley 1259 de

preso no se garanli¿a s! vigenc a. por to lanto

\
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2019 mod¡f¡cado por el artículo 37 de la Ley 2094 de 2021

QUINTO: Notificar personalmente al investigado de la determinación tomada en esta
providencia, advirtiéndole que contra la misma no procede recurso alguno, que tiene
derecho a designar apoderado y rend¡r versión libre. De igual manera deberá suministrar la
d¡rección en la cual recibirá las comunicaciones o la dirección de correo electrónico o el
número de fax, en caso de que por escrito acepte ser notificado de esta manera, Para tal
efecto líbrense las respectivas comunicac¡ones ind¡cando la dec¡s¡ón y la fecha de la
providencia.

En caso de que no se logre notificar personalmente esta dec¡sión, se realizará por edicto
en los térm¡nos del artículo 127 dela Ley 1952 de 20'19 modificado por el artículo 23 de la
Ley 2094 de 2021

NOTIFíOUESE, COMUNíOUESE Y CÚM SE,

IL ES
JEFE OFICINA CONTROL INTERNO DI IPLINARIO

Proyectó: Elizabeth Rendón R

Abogado Comisionado

Elaboró:
lnterdisciplinario
Fecha. abrll20 de2022

Equipo Revisó: Jefe de oficina de Control
lnterno disciplinario
Fecha. abtll29 de2022

Aprobó: Equipo
Direcc¡onamiento lnstitucional
Fecha: abril 25 de2022

de

ñt¡zá su vigencia, por lo lantoSi este doc!me¡to se encuentra ir¡preso no se gara
apllcativo

es copra no conlrolada, la vefsón vioente reposa en el

AUTO DE APERTURA
INVESTIGACIÓN DISCIPLINARIA

Versión:1

CUARTO: Se le informa al ¡nvest¡gado que en virtud del artículo ,162 de la Ley 1952 de 2019
mod¡ficado por el artículo 30 de la Ley 2094 de 2021, que en el caso que se dé la confesión
o la aceptación de cargos de su parte, las sanciones de inhabilidad, suspensión o multa se
disminu¡rán a la m¡tad, este beneficio no se apl¡ca cuando se trata de faltas gravís¡mas
contenidas en el artículo 52 del Cód¡go General D¡sciplinario; la confesión puede real¡zarse
de manera parc¡al, caso en el cual se procederá con la ruptura de la un¡dad procesal; de
este benef¡c¡o en esta elapa puede hacer uso hasta antes de la ejecutoria del Auto de
Cierre. No habrá lugar a la retractación, salvo la violación de derechos y garantias
fundamentales.



Rionegro, 13 de noviembre de 2025

Referencia CONSULTA – PRÓRROGA SUSPENSIÓN PROVISIONAL
Radicado 027-2025Q ACUMULADO
Auto 005 del 07 de noviembre de 2025
Investigado TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO

C.C 43.903.488
Dependencia ALCALDE DE RIONEGRO – ANTIOQUIA

DR. JORGE HUMBERTO RIVAS URREA
Iniciación OFICINA DE CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO

RIONEGRO – ANTIOQUIA.

Actuando en nombre propio, tal cual los atributos de mi personalidad expuestos
en el exordio del presente escrito, y bajo la deontología jurídica inherente para
actuar  en  el  proceso  Disciplinario,  remitido  a  su  despacho  con  el  radicado
referido  y  en  virtud  del  orden  constitucional  y  de  los  presupuestos  legales
establecidos en la ley 1952 de 2019,  reglamentados posteriormente por la ley
2094 de 2021, Presentaré CONSULTA, frene a imposición de PRÓRROGA DE LA
SUSPENSIÓN PROVISIONAL, como posibilidad derivada del artículo 217 de la Ley
1952 de 2019, que reza: “ El auto que decreta la suspensión provisional y las decisiones
de prórroga serán objeto de consulta, sin perjuicio de su inmediato cumplimiento. 

Para los efectos propios de la consulta, el funcionario remitirá de inmediato el proceso al
superior, previa comunicación de la decisión al afectado.

Recibido el expediente, el superior dispondrá que permanezca en Secretaría por el término
de tres días, durante los cuales el disciplinado podrá presentar alegaciones en su favor,
acompañadas de las  pruebas en que las  sustente.  Vencido dicho término,  se  decidirá
dentro de los diez días siguientes”.

expongo lo siguiente:

ANALISIS Y VALORACIÓN JURIDICA.

Debo  advertir  que  en  virtud  del  proceso  en  referencia,  fuí  objeto  de  medida
cautelar PREVENTIVA, misma que no se justificaba en la urgencia manifiesta, ni
en la necesidad directa de interferir o afectar la órbita de mi función pública,  En
cuanto  a  mi  entidad  territorial  –  Secretaría  de  Educación  -  Rionegro,  en  mi
calidad  de  docente  Esta  medida  desborda  la  finalidad  requerida,  pues  en  el
proceso concomitante no hay una vulneración directa y demostrada que amenaza
la convivencia en la institución educativa. La PRÓRROGA DE LA SUSPENSIÓN
PROVISIONAL que se hoy se pretende imponer en mi disfavor, por el honorable
ente disciplinario, más que CAUTELAR, parece la materialidad del IUS PUNENDI
ANTICIPADO DEL  ESTADO,  por  ello  solicito  tener  en  cuenta  el  principio  de
PONDERACIÒN y  RAZONABILIDAD DE LAS DECISIONES ADMINSITRATIVAS.



Las actuales medidas cautelares dentro del proceso general disciplinario contra
servidores  públicos  colombiano  (Ley  1952  del  2019)  y  sus  antecedentes  han
pasado  desapercibidas  del  debate  convencional,  resaltando  entre  ellas,  la
denominada PRÓRROGA DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL, la cual pretende la
separación  en  el  ejercicio  del  cargo  por  un  término  mínimo  de  tres  meses,
prórrogable  en  este  caso  bajo  ciertas  causales  y  condiciones  procesales,  que
proteja el proceso a nivel probatorio o, la misma función pública, presupuestos
ausentes  en mi  caso,  al  permanecer  en el  empleo  bajo  el  cual  se  cometió  la
presunta falta, por lo que es relevante contrastarla con los estándares exigidos
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos – CIDH, conducente con ello,
es vital cuestionarse; ¿El efecto jurídico materializado con la PRÓRROGA DE LA
SUSPENSIÓN, no es equivalente a  un riesgo en la escena educativa,  ya que
aparta al docente del ejercicio funcional sin una causa fundante y latente, no se
configura ninguna amenaza a los derechos de las partes.
Ahora bien, a la fecha ha transcurrido más de 1 año del presente proceso, mismo
que  no  se  ha  visto  afectado  por  ninguna  causa,  he  compartido  el  escenario
educativo con estudiantes y jamás he tenido alguna conducta que merezca la
antijuricidad disciplinaria. 
LA  PERMANENCIA  EN  EL  CARGO,  FUNCIÓN  O  SERVICIO  PÚBLICO
POSIBILITA LA INTERFERENCIA DEL AUTOR DE LA FALTA EN EL TRÁMITE
DE LA INVESTIGACIÓN, este enunciado que obedece a una simple doxa, no a un
argumeto de rigor jurídico, deja entrever el desvalor del jucio realizado por el ente
disciplinario, en abstracción a la realidad fáctica toda vez que, durante el periodo
de vacaciones y refuerzos no estaría  en contacto con las y los estudiantes, por lo
cuál es una medida desproporcional, e irracional.

La  Corte  Constitucional,  ha  reiterado  que  la  suspensión  prolongada
INJUSTIFICADA sin pago salarial vulnera el derecho al trabajo y al mínimo vital,
configurando una medida desproporcionada e inconstitucional.

La docente se encuentra sin percibir salario ni auxilio alguno, lo que ha afectado
gravemente su mínimo vital, el de su núcleo familiar y su derecho fundamental al
trabajo. Esta situación ha generado un profundo daño emocional y a su salud, al
punto que la docente presenta una hinchazón en su busto izquierdo por la cual
deber ser examinada como consta en la siguiente imagen de su historia clínica:



Adicionalmente constituye una vulneración de derechos fundamentales, además
de constituir una medida desproporcionada y carente de sustento objetivo puesto
que a la fecha no se han presentado evidencias más allá de los testimonios de
tres  acudientes,  una  rectora  y  una coordinadora  que dejaron  en evidencia  el
desconocimiento y/o la falta de aplicación de la ley 1620 de 2013.

De acuerdo con la Sentencia SU-995 de 1999 y la T-1204 de 2001, toda medida
administrativa que afecte los ingresos de un servidor público debe respetar el
principio de proporcionalidad. La suspensión de seis meses sin salario constituye
una afectación desmedida y viola el principio de no sanción anticipada, afectando
la dignidad y estabilidad de la docente.



El  Estado  colombiano  tiene  la  obligación  de  garantizar  que  los  procesos
disciplinarios  se  desarrollen  con  enfoque  de  género  y  respeto  a  la  diversidad
sexual, en cumplimiento de los artículos 13 y 43 de la Constitución, la Ley 1257
de  2008,  la  Ley  1752  de  2015  (antidiscriminación),  y  los  estándares  de  la
Convención CEDAW y la Convención de Belém do Pará.

La  Sentencia  T-478  de  2015  protege  expresamente  el  derecho  de  los  y  las
docentes LGBTI  a no ser  discriminados en el  ejercicio  de su labor  educativa,
prohibiendo las actuaciones institucionales basadas en estigmas o prejuicios que
asocien la orientación sexual con un supuesto riesgo para los menores.

Durante todo el año, la docente ha percibido la desprotección de su seguridad por
parte de la rectora y la falta de actuación por parte de la coordinadora ante las
observaciones tipo I, tipo II y tipo III, acaecidas en su contra y en contra de una
de las estudiantes que ha sentado su posición frente a las injurias realizadas por
estudiantes  y  acudientes  a  través  de  medios  virtuales,  viéndose  obligada  a
dirigirse por escrito ante la rectora, la coordinadora y el comité de convivencia,
para llamarlos a actuar según sus funciones señaladas en la ley 1620 de 2013,
como consta en la siguientes evidencias:











La docente ha sido felicitada por la docente de apoyo por detectar situaciones de
riesgo de maltrato y remitirlas a tiempo ante ella, como asiente la testigo en el
video del testimonio 7.

La docente ha tenido que acudir a la Personería a quejarse por varios hechos en
los que percibe maltrato de parte de la rectora, desprotección, discriminación y
violencia simbólica desde Marzo del año en curso, como consta en:











La  rectora  siguió  obstaculizando  el  cumplimiento  de  mis  funciones  y
maltratándome, desmanteló un laboratorio de matemáticas que había gestionado
con el  coordinador académico, como describo en la segunda queja presentada
ante la personería:











En  la  Personería  me  afirmaron  que  dichas  quejas  reposan  en  la  Oficina  de
Control Interno Disciplinario.

También realicé las denuncias respectivas ante la Secretaría de Educación:

En  el  radicado  RNG2025ER001488  expongo  el  maltrato  y  la  obstrucción  al
ejercicio  de  mis  funciones  con  el  desmantelamiento  del  laboratorio  de
matemáticas, existiendo en el colegio, según el coordinador académico con el que
gestioné el espacio, 3 salones desocupados:

Expongo la carta sobre el laboratorio:



En el radicado RNG2025ER001493, denuncio:

En el radicado RNG2025ER002524 expongo nuevos hechos con los que presumo
persecución y discriminación, puesto que no me cita a concejo académico, siendo



yo la representante elegida por mis compañeras y compañeros para el área de
matemáticas:

Ante lo cuál la Secretaría de Educación me contesta lo siguiente:







Cabe anotar que en mi caso,  se ha desatendido la CIRCULAR 026 DE 2023:
violencia basada en género contra las mujeres y personas LGBTIQ+ en el ámbito
laboral, puesto que “todavía persisten desigualdades y violaciones de los derechos
humanos,  por  razón  de  sexo,  género,  etnia,  edad,  migración  o  inmigración,
capacidad  diversa  entre  otros  factores,  que  profundizan  la  inequidad  y  la
estigmatización de algunos grupos poblacionales” y se hace necesario “visibilizar
y contribuir a la prevención y atención de las violencias que viven las mujeres y
personas de los sectores sociales LGBTIQ+ en el entorno laboral, las cuales, han
sido  invisibilizadas  o  negadas,  a  propósito  del  desmejoramiento  o  el
encubrimiento de las relaciones laborales, falta de mecanismos y poca efectividad
en su atención que se sustenta en la cultura patriarcal que se reproduce en los
diferentes contextos, incluyendo el laboral”…

Es  por  esto,  que  con  el  ánimo  de  fortalecer  la  institucionalidad  en  la
prevención, atención y protección  de  los  derechos  de  las  y  los  trabajadores,
especialmente en las situaciones que se puedan presentar en materia de acoso
laboral, acoso sexual laboral, violencias basadas en género  y  discriminación



contra las mujeres y personas de los sectores sociales LGBTIQ+ en el mundo
del  trabajo,  desde  el  Ministerio  del  Trabajo  se  realizan  las  siguientes
apreciaciones conforme a las competencias establecidas en el Decreto 4108 de
2011:

Artículo  1  «Son  objetivos  del  Ministerio  del  Trabajo  la  formulación  y
adopción de las políticas,  planes  generales,  programas  y  proyectos  para  el
trabajo, el respeto por los derechos  fundamentales,  las  garantías  de  los
trabajadores, el fortalecimiento, promoción y protección de  las  actividades  de
la economía solidaria y el trabajo decente, a través un sistema  efectivo  de
vigilancia,  información,  registro,  inspección  y  control;  así  como  del  

entendimiento y diálogo social  para el  buen desarrollo  de las relaciones
laborales.»

Reconociendo que la violencia y el acoso por razón de género afectan de
manera desproporcionada a las mujeres y las niñas, y reconociendo también
que la adopción de un enfoque  inclusivo  e  integrado  que  tenga  en  cuenta  las
consideraciones de género y aborde las  causas  subyacentes  y  los  factores  de
riesgo, entre ellos los estereotipos de género, las formas  múltiples  e
interseccionales de discriminación y el abuso de las relaciones de poder por razón
de género, es indispensable para acabar con la violencia y el acoso en el mundo
del  trabajo  que  empleadores  públicos  y  privados,  aseguradoras,  entidades
públicas territoriales  y  nacionales,  atiendan  cualquier  tipo  de
discriminaciónnota 1 en sus lugares de trabajo.

El Artículo 2 del Convenio 111 de 1958 de la OIT, sobre la discriminación empleo
y ocupación (ratificado por Colombia mediante Ley 22 de 1967) señala: «Todo
Miembro para el cual este Convenio se halle en vigor se obliga a formular y llevar
a  cabo  una  política  nacional  que  promueva,  por  métodos  adecuados  a  las
condiciones y a la práctica nacional, la igualdad de oportunidades y de trato en
materia de empleo y ocupación, con objeto de eliminar cualquier discriminación a
este respecto.»

Por otro lado, la Ley 1257 de 2008, la cual tiene por objeto «Artículo 1. (…) la
adopción de normas que permitan garantizar para todas las mujeres una vida
libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los
derechos  reconocidos  en  el  ordenamiento  jurídico  interno  e  internacional,  el
acceso  a  los  procedimientos  administrativos  y  judiciales  para su protección y
atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización»,
establece  que  la  violencia  contra  las  mujeres  son  acciones  u  omisiones
encaminadas  a  causar  muerte  a  través  del  daño  físico,  sexual,  psicológico,
económico o patrimonial, los cuales se pueden presentar en el ámbito público o
privado.

También el artículo 12 de la misma ley, instaura medidas en el ámbito laboral con
el  fin  de  desarrollar  estrategias  que  propendan  por  la  eliminación  de  la
discriminación y prevención de las violencias contra las mujeres que se puedan



vivir en el mundo del trabajo, otorgándole procedimientos adecuados y específicos
a los empleadores y/o contratantes:

«Artículo  12.  Medidas  en  el  ámbito  Laboral  (…)  Desarrollará  campañas  para
erradicar todo acto de discriminación y violencia contra las mujeres en el ámbito
laboral.

PARÁGRAFO.  Las  Administradoras  de  Riesgos  Profesionales  (ARP),  los
empleadores y/o contratantes, en lo concerniente a cada uno de ellos, adoptarán
procedimientos  adecuados  y  efectivos  para:(…)  Tramitar  las  quejas  de  acoso
sexual y de otras formas de violencia contra la mujer contempladas en esta ley.
Estas normas se aplicarán también a las cooperativas de trabajo asociado y a las
demás  organizaciones  que  tengan  un  objeto  similar.  3.  El  Ministerio  de  la
Protección  Social  velará  porque  las  Administradoras  de  Riesgos  Profesionales
(ARP) y las Juntas Directivas de las Empresas den cumplimiento a lo dispuesto
en este parágrafo. (…)»

De las acciones tendientes para actualizar y mejorar el funcionamiento de este
mecanismo, se incluye *acciones de sensibilización y capacitación especializada
para las personas que cumplen las funciones en los comités de convivencia que
les permite identificar las situaciones diferenciadas que pueden vivir las mujeres
y  personas  de  los  sectores  sociales  LGBTIQ+  en  el  marco  de  situaciones  de
violencias y acoso laboral, que pueden incluir es Las personas que atienden los
acoso sexual y violencias basadas en género.

La Ley 1010 de 2006 en el artículo 2, establece que el acoso laboral es «toda
conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador por
parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un
compañero  de  trabajo  o  un  subalterno,  encaminada  a  infundir  miedo,
intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación
en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo».

Así mismo, describe las modalidades generales de acoso laboral y las define como:

Maltratado Laboral: «todo acto de violencia contra la integridad física o moral, la
libertad física o sexual y los bienes de quien se desempeñe como empleado o
trabajador; toda expresión verbal ínjuríosa o ultrajante que lesione la integridad
moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre de quienes participen en
una  relación  de  trabajo  de  tipo  laboral  o  todo  comportamiento  tendiente  a
menoscabar la autoestima y la dignidad de quien participe en una relación de
trabajo de tipo laboral». 

injuria:

 Hecho o dicho contra razón y justicia. 



 Acción o expresión que lesiona la dignidad de otra persona, menoscabando
su  fama  o  atentando  contra  su  propia  estimación.
Ultraje 

 Ajamiento, injuria o desprecio. 

Persecución  Laboral:  «toda  conducta  cuyas  características  de  reiteración  o
evidente arbitrariedad permitan inferir  el  propósito de inducir  la  renuncia del
empleado o trabajador, mediante la descalificación, la carga excesiva de trabajo y
cambios permanentes de horario que puedan producir  desmotivación laboral».
Descalificación al quedarse con la impresión de los estudiantes para cerrar el
laboratorio,  además me desautoriza  como docente  del  aula  para  matemáticas
arbitrariamente,  alterando  mi  planeación  con  cambios  improvisados  e
inesperados pues se cursaron todos los conductos regulares para gestionar el
espacio.  Discriminación Laboral:»  todo trato diferenciado por  razones de raza,
género,  edad,  origen familiar  o  nacional,  credo religioso,  preferencia  política  o
situación  social  que  carezca  de  toda  razonabilidad  desde  el  punto  de  vista
laboral».  No  cierra  los  otros  laboratorios,  sólo  el  mío;  habían  otros  espacios
oscurecidos, sólo vió el mío y fué el único que ordenó quitar directamente pues de
los demás dice que no tenía conocimiento. Entorpecimiento laboral: «toda acción
tendiente a obstaculizar el  cumplimiento de la  labor o hacerla más gravosa o
retardarla con perjuicio para el trabajador o empleado constituyen acciones de
entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación o inutilización de los
insumos, documentos o instrumentos para la labor, la destrucción o pérdida de
información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos». Total
entorpecimiento  laboral  pues  en  ningún  momento  me  presentó  las  quejas
inmediatamente para yo poder hacer mis descargos. 

Es de resaltar que el artículo 9 señala que:» Los reglamentos de trabajo de las
empresas  e  instituciones  deberán  prever  mecanismos  de  prevención  de  las
conductas de acoso laboral y establecer un procedimiento interno, confidencial,
conciliatorio (las negrillas son mías) y efectivo para superar las que ocurran en
el lugar de trabajo. Los comités de empresa de carácter bipartito, donde existan,
podrán asumir funciones relacionados con acoso laboral en los reglamentos de
trabajo.

También que en la Ley 1620 de 2013, se afirma que el Acoso escolar o bullying:
“También puede ocurrir por parte de docentes contra estudiantes, o por parte de
estudiantes contra docentes, ante la indiferencia o complicidad de su entorno. El
acoso  escolar  tiene  consecuencias  sobre  la  salud,  el  bienestar  emocional  y  el
rendimiento escolar de los estudiantes y sobre el ambiente de aprendizaje y el
clima escolar del establecimiento educativo.

En el mes de Julio, recién la rectora me pone en conocimiento de algunas quejas
de estudiantes, que no me informó inmediatamente se presentaron como es su



obligación, ni me permitió hacer los descargos entonces. Sin embargo, le contesté
oportunamente y le hice solicitudes, pero aún no obtengo respuesta suya.

En la prórroga de la  suspensión, aduce la  oficina de control  interno que “las
causas que dieron origen a la suspensión no han desaparecido”, pero tampoco se
ha demostrado que existan dichas causas y por el contrario queda en evidencia
una  clara  desproporción  de  la  medida,  toda  vez  que  ignora  la  situación  de
percepción de acoso de la docente por parte de la rectora y la coordinadora, las
denuncias y quejas realizadas, la  desprotección de la  docente por parte de la
rectora, la discriminación y la falta a las funciones de la rectora, la coordinadora
y el  comité de convivencia de la institución educativa de citar a la docente a
presentar sus descargos inmediatamente. Así mismo, desatiende la contravención
de  los  testimonios  que  realiza  la  docente  en  todos  los  casos  afirmando
exactamente lo mismo: nunca tuvo la oportunidad de hacer sus descargos sobre
ninguno de los hechos planteados por las acudientes como regula la ley 1620 de
2013. Queda evidenciado en las audiencias que quienes están reiterando faltas
son  la  rectora,  la  coordinadora  y  el  comité  de  convivencia,  quién  toma  los
testimonios  de  forma  parcial,  desestimando  la  contradicción  que  realizó  la
docente, lo cual la vulnera nuevamente al no ser escuchada por la oficina de
control interno disciplinario:

La misma coordinadora afirma



minuto 29:18
Otra pregunta señora Magdalena,  usted afirma que los niños tienen crisis de
pánico y que no quieren entrar a clase,  ¿usted cuenta con algún diagnóstico
pericial frente a ésto?
No tengo diagnóstico.

En  varias  ocasiones  la  coordinadora  afirmó  que  no  se  me  remitía  la  queja
inmediatamente sino que “escalaba a rectoría”

Minuto 6:10

Bueno,  aunque  no  todas  las  pqrs  llegaron  a  coordinacin  porque  un  número
significativo escalaban a rectoría.

Minuto 7:07

Cuando ya llegaron pqr de forma escrita, ya llegaban por lo general a rectoría.

Minuto 10:05

Pues todo escalaba  a rectoría

Minuto 32:38

Muchos no llegan a coordinación como le dije a usted ahorita, escalan de una vez
a rectoría.

Minuto 26:10
Porque ha sido recurrente que los padres de familia se acerquen a la institución y
los estudiantes vayan a rectoría, ella misma es la que toma la vocería de coger el
libro de convivencia para los estudiantes hacer los registros pertinentes y citar a
padres de familia y demás.

Adicionalmente la coordinadora se contradice, por ejemplo en el

Minuto 6:48
Siempre que los estudiantes estuvieron reportándome a mí, los remití para que lo
hicieran con la docente, de igual forma con algunos padres de familia que siempre
iban a coordinación, yo siempre los remitía al diálogo conla docente

Minuto 10:21
Cuando llegaban los pqrs a coordinación, yo inmediatamente remitía a rectoría.

Por  otro  lado,  la  coordinadora  considera  que  es  un  acto  displicente  con  los
acudientes que yo les diga que acudan en mi horario de atención a padres o que
no trabaje por whatsapp.

Minuto 28:19



No veo por qué se le debe decir  “por favor venga en el  horario de atención a
padres”

La coordinadora en su testimonio, expresa inquietudes por situación académica,
pero  no  se  especifica  que  hubo  maltrato,  solo  inconformidades  porque  iban
perdiendo la materia.

Minuto 35:59

A ver, profe, usted sabe que usted llegó en el 2023 y quejas se presentaron porla
forma de evaluar y desarrollar sus actividades… casos puntuales con relacin a su
quehacer pedagógico.

También en su testimonio desconocimiento:

Minuto 37:31
Ya que vayan y no la encuentren o no se que respuesta tengan suya no sabría
decirle. Y que escalen a rectoría, yo tampoco sabría decirle.

Por último, la coordinadora afirma que se puso en conocimiento a la docente
orientadora:

Minuto 11:08
Situaciones de salud mental de los estudiantes que expresaban no querer asistir
o que sentan deseos de atentar contra su integridad física, la docente orientadora
se  ponía  en conocimiento  la  situación con la  docente  orientadora,  la  docente
orientadora  siempre  remitía  a  la  entidad  pertinente  llámese  eps  o  bienestar
familiar o demás… la docente orientadora debe tener remisiones de chicos.

Minuto 11:32 ¿Tenemos entonces  esas remisiones en caso de requerirlas?  La
docente orientadora debe tener remisiones de chicos del grado sexto cuando le
manifestaban ese tipo de situaciones, igual la rectora también tiene conocimiento
de eso.

Testimonio  que  queda  desvirtuado  a  la  luz  del  testimonio  de  la  docente
orientadora

Declaración Juramentada de la docente Maria Lizbeth Murillo

Minuto 4:30
¿Qué tiene para decirle a éste despacho con respecto a los hechos procesales por
los  cuales  está  siendo investigada la  docente  Tatiana Paola  Hernández  Nieto?
Bueno, es que realmente, desconozco hechos puntuales, es decir, yo sé que está
en  un  proceso  disciplinario,  pero  específicamente  no,  no  tengo  como  ésto  o
aquello,  lo  otro,  pues,  no,  pues  en  función  de  mi  rol  es  como  más  con  los
estudiantes que con la parte administrativa y todo eso, entonces, no, que pena
pero no estoy como implicada específicamente en el caso ni con las situaciones
por las cuales está en el proceso.



Bueno, teniendo en cuenta que la docente orientadora no tiene mayor claridad
sobre los hechos, vamos a continuar con el interrogatorio, sírvase indicar desde
cuándo ejerce el rol como docente orientadora en ésta institución. Desde febrero
del 2024, desde el año pasado.

Minuto 6:47 Sírvase indicarle a éste despacho si ha recibido reportes, quejas o
comentarios de estudiantes, acudientes o docentes, sobre el comportamiento o
forma de trato hacia los estudiantes de la disciplinable, la señora Tatiana Paola
Hernández. Bueno, específicamente, dentro de mi rutina, yo siempre les pregunto
a los estudiantes académicamente cómo van, ¿cierto?, específicamente como del
trato de la persona no, es más por lo académico y en relación a la materia de
matemáticas  me  contó  un  estudiante  que  estaba  como  muy  angustiado,
preocupado porque iba mal, ¿cierto?, académicamente, es decir, como no que la
profesora  ésto,  no,  sino  en  general  como  de  la  metodología,  pues,  de  éste
estudiante perdón, o sea, estaba como que muy angustiado porque iba a perder el
año  porque  le  estaba  llendo  mal  en  una  materia  y  la  materia  era  por  la
metodología pues que se estaba implementando en esa asignatura, pero no, no
pues haciendo referencia que a la persona, no, pues como el trato específico, no.
¿Ha  notado  usted  algún  cambio  en  los  estudiantes  como ansiedad,  miedo,  o
afectación  por  el  trato  que  hayan  presentado  con  la  docente  Tatiana  Paola
Hernández? No.

Minuto 9:29 
Sírvase indicar a éste despacho si usted ha elaborado algún tipo de informe, actas
o remisiones a rectoría o coordinación relacionados al tema del proceder de la
docente Tatiana Paola Hernández Nieto? No.

¿Sírvase indicar si ha participado en reuniones institucionales en las que se haya
tratado el comportamiento d ella docente y a qué conclusiones llegaron? Nooo, jiji

Minuto 10: 25

Bueno, ¿considera usted que las actuaciones que se enmarcan dentro del debido
proceso pedagógico y disciplinario de la docente desbordan sus competencias?
Desconozco, es decir, no tengo elementos para evaluar.

Minuto 11:05
¿Qué medidas recomendaría usted para prevenir que se repitan situaciones como
las que han referido los quejosos con respecto al trato con los menores de edad?
Mmm, es que como te digo, no he recibido quejas de el trato, recibí pues de éste
estudiante, pues de éstas dos personas específicamente, pues la mamá, yo no sé
si era la mamá o la abuela o qué, de la metodología, ¿qué preocupación tenía el
estudiante específicamente? Que tenía muchos menos uno, porque ésto en una
estrategia, no sé, de hecho no indagué por la estrategia, o sea, el chico estaba,
dentro de otras cosas, preocupado por ésto, pero no referente a la persona o a la
docente, sino a la metodología y estaba preocupado por unos menos unos, pero
no sé si va perdiendo también las otras asignaturas.

Minuto 12:09



Pero del trato físico o verbal, no. Entonces de la metodología, como cada docente
tiene  su  propia  metodología,  no  sabría  como qué recomendaciones  darle  a  la
profesora de matemáticas o de inglés o de español porque no me han consultado.

Muy posiblemente la docente orientadora se refería a Juan Esteban y su abuela la
señora Flor Albany Alzate, a quién cité en muchas ocasiones para hablar con ella
sobre  la  situación  académica  y  de  convivencia  del  estudiante,  pero  dicha
acudiente  no  asistió  a  mis  citaciones,  cosa  que  reporté  a  la  coordinadora
Magdalena, sin que se reestableciera la situación con la docente y debido a varias
faltas tipo II y tipo III, por maltratos ejercidos por parte de Juan Esteban a otros
estudiantes, cité a la señora nuevamente y a las y los acudientes involucrados,
pero  la  señora  tampoco  asistió  como  reposa  en  acta  de  reunión  en  la  que
participó el coordinador Mario Ovidio.





La  señora  Flor,  nunca  me  comentó  que  el  niño  se  quería  suicidar,  pues  de
hacerlo, lo hubiera remitido inmediatamente a la docente orientadora, como he
hecho con otros estudiantes con los cuales detecto condiciones para ser atendidos
por ella.



Sobre la:

la oficina de control interno disciplinario olvida tener en cuenta que en dicha
declaración, la señora afirma que fue la coordinadora misma quién se dirigió al
salón de clases a indagar sobre quién tenía quejas sobre la profesora, lo cuál se
considera  un  acto  de  persecusión  y  contraviene  las  declaraciones  de  la
coordinadora que afirma que las quejas llegaban a su oficina.

Minuto 36:48

Esa carta la hicieron las niñas que, cuando la coordinadora fue a preguntar lo
que suceda en el salón con la profesora, las tres niñas que alzaron la mano y
denunciaron, las tuvieron en rectoría haciendo la carta.

Además del ejercicio de defensa realizado por el abogado:



Minuto 49:43

¿Manifestó  usted que la niña se vió afectada emocionalmente? Sí, mucho.
¿Posee usted un concepto pericial o psicológico que de cuenta de tal afectación?
No, como lo dije ateriormente. 
No cuenta con dictamen, es decir que no existe un documento que estblezca que
la afectación proviene de la profesora? No.
Manifestó usted que hay un montón de quejas radicadas en contra de la docente
por parte de muchas personas,  ¿tiene usted los radicados y ante quienes las
radicaron? Lo radicaron en control interno, en el colegio en coordinación, pero no
tengo la constancia porque de eso no me pueden dar copia.
No tiene constancia, ¿cierto? 
Manifestó ustede que hasta por el hecho de respirar los estudiantes tienen unas
represarias  o  se  les  infunde  un  miedo  o  una  contraacción  a  éste  hecho  de
respirar,  ¿de  dónde  sale  ésta  afirmación?  Del  constante  hostigamiento  de  la
profesora.
¿Usted presenció personalmente ese hostigamiento por el hecho de respirar? No
soy estudiante, obviamente, no.
Que quede claro, no lo prsenció.
¿Cuántas veces al día respira su hija? Las mismas que usted, me imagino.
¿Por esas respiraciones ha tenido hostigamiento y represarias? No, porque no
todo el día está con la profesora, solamente en clase, y, ¿las veces que ha estado
con la profesora y la respirado, ha tenido hostigamiento y represarias? Muchas
ocasiones, no todas.
¿Por el hecho de respirar? Sí, porque cuando uno respira a veces se mueve, y por
eso le daba un menos.
Y, ¿qué elementos probatorios tiene aquí para que le muestre al despacho que por
el hecho de respirar tuvo una represaria? Las declaraciones de mi hija.
Que, ¿por el hecho de respirar tuvo represarias? Sí señor.
Manifestó usted al despacho que el método educaivo de enseñanza de la profesora
es  inadecuado,  ¿pudo  usted  constatar  cuál  es  el  método o  los  estándares  de
enseñanza para el nivel y grado en que se encuentra la estudiante? Sí,  claro,
como ya  dije,  tengo  dos  hijos  en  el  colegio  y  también  les  han dado  clase  de
matemáticas  y  también  estuve  en  reunión  con  la  profesora  y  ví  cómo  les
enseñaba, estuvimos sentados en la oficina de los profesores y nos explicó como
ella explica que es una manera muy complicada, con mucho proceso y por eso lo
digo.
¿Conoce usted el contenido, podría indicar el contenido para el grado en que se
encuentra  su  hija,  lo  conoce,  lo  puede  indicar?  Claro,  el  contenido  es  una
transición entre la escuela y el colegio.
No, el contenido, es decir, fraccionamiento, sumas, restas, ¿cuál es el contenido
que  debería  ver  según  usted  su  hija?  Claro,  las  fracciones,  multiplicaciones,
repasar lo de la división, mejorar el concepto. 
Y, ¿la docente Tatiana ha enseñado esos conceptos? Que yo sepa no ha repasado
lo que deben ir viendo y no ha reforzado eso, sino que empezó nuevos temas que
los niños no conocen. 
¿Usted le revisa el cuaderno diariamente a su hija? Sí señor.
Y, ¿alguna vez le consultó por escrito sobre ese método de enseñanza, formalmnte
se acercó a ella y le dijo: la niña necesita un espacio para que me le explique éste
tema o le amplíe o por qué ésta tarea, alguna vez le manifestó usted no haber



entendido  una  tarea?  Claro  que  sí,  como  a  le  dije  fuimos  al  colegio  un  día
miércoles de 10 a 11 era que atendía si no estoy mal, y nos sentamos varios
papás, porque no fuí sólo yo, fumos varios papás, nos sentamos en la oficina de
profesores y nos explicó como ella explica, como dije, tengo fotos de ese día de la
explicación y tooodo el proceso que ella hace que es súper largo para poder hacer
unas cosas, hacer lo de la tabla de frecuencias y conseguir todos los datos.
Siendo así su señoría, no hay más preguntas, ésta no es la etapa procesal, pero
quiero dejar presente que la señora noes objeto directo, no aporta condición al
proceso. No más preguntas.

Sobre la 

Nuevamente, no hay evidencia.

Sobre declaración de la rectora:

Minuto 36:48

Usted manifestó en algún momento de su intervención que había una presunta
queja porque la docente grababa algunos escenarios tanto a estudiantes como a
docentes. ¿Usted podría indicarle al despacho si usted cuenta con un material,
digamos que técnico, frente al contenido de la grabación, es decir, las posee en un



cd en una memoria, es decir, dónde reposan éstas grabaciones? No, yo no tengo
pues como esas grabaciones, he visto a la profesora que sí lo graba a uno, yo
personalmente sí, y los niños lo refieren todos los días.
Y, ¿cómo sabe usted si la profesora está grabando o está haciendo cualquier otra
actividad? Ah, porque es que ella le dice a uno, porque yo le he dicho: profe, usted
está grabando y eso no se debe, toes,  yo particularmente le  he dicho, con la
secretaria de acá, una de las secretarias, también, lo mismo, entonces, que hayan
depronto evidencias testimoniales,  pues sí,  uno puede referir  sobre lo que ha
visto, y que niños continuamente sí me vienen a decir.
¿Esas presuntas grabaciones han sido publicadas o difundidas en algún medio?
Ah, no, yo no sé si la profe las ha difundido. Desconozco.
Gracias profe.
Usted también refirió que usted conoció por medio de un tercero que la profesora
anunciaba temerariamente calificar sobre -1 a algunos estudiantes, ¿usted pudo
ratificar  que  en  la  planilla  de  calificaciones  o  en  el  aplicativo  que  usa  la
institución a algún niño le fué anotado menos uno? Pues la profesora inclusive
hasta lo ha referido, ella ehh, sí es que yo para controlar a los estudiantes yo les
digo que tienen menos uno, menos 15 han referido los niños, la profe también.
Lo  ha  referido  es  decir  como  una  estrategia  pedagógica,  pero  no  ha  podido
constatar  en  un  documento  la  calificación.  Me  explico  profe  si  no  me  hago
entender, ¿ese menos uno se ha reflejado en la calificación física, en el boletín que
se entrega de las calificaciones de un estudiante? No.
Es decir, el menos uno es inexistente.

39:38 Sírva indicar al despacho si en virtud de la ley 1620, ¿conoce usted la ley
1620 de convivencia escolar? Si, la ley 1620
En virtud de las previsiones de la ley 1620, ¿usted ha tenido la posibilidad de en
virtud de  tener  condición,  conocer  de manera  clara  los presuntos  hechos,  de
haber convocado formalmente a la señora Tatiana a dar unos descargos o versión
libre?  Es  que  en  el  comité  de  convivencia  escolar,  nosotros  no  tenemos  esas
actuaciones con los docentes, nosotros tenemos referidas actuaciones que son del
tipo de la disciplina, del control acá de los estudiantes, pero para eso nosotros
tenemos las leyes que a nosotros nos regulan, pues yo no expondría a ningún
educador  para  situaciones  que  depronto  yo  no  tuviera  como esa  parte  en  la
convivencia escolar, el comité.
Manifiéstele al despacho en virtud de las quejas que ha referido usted, ¿convocó
algún  comité  excepcional  de  convivencia  por  alguna  de  éstas  situaciones,
específica? Ehh, no. Yo pues he activado la ruta ante secretaría de educación y a
control interno disciplinario.
Es decir que, ¿no existe un acta extraordinaria de un comité de convivencia? Ehh,
fente  a  la  situación  de  la  profesora,  no.  Ya  que  los  niños  se  quejen  de  la
educadora en el comité de convivencia, ya eso es otro asunto.
Bueno,  es  diferente.  ¿Usted  como  rectora  o  el  cuerpo  administrativo,  pudo
determinar  si  las  presuntas  conductas  aquí  expresadas  de  forma  hipotética,
digamos que se configuran como situaciones Tipo I, Tipo II o Tipo III, es decir,
pudieron previamente analizar el contexto y gradualizar la conducta? Pero, ¿de
quién?
De las presuntas quejas que usted acaba de referir, o sea, esas quejas, ¿hicieron
ustedes un análisis previo, preeliminar, digamos, si era una conducta Tipo I, Tipo
II o Tipo III? Le hablo en un lenguaje de la Ley 1620 de convivencia escolar que



establece las conductas, si son leves, graves o gravísimas, ¿usted pudo establecer
esa gradualidad de la conducta? Pero, ¿usted me está preguntando a mí por la
educadora o usted me está preguntando en cuestión
Sí, por la educadora. Ahh no, no, es que yo frente a la educadora, es que yo ahí
pues en un comité de convivencia yo no, por eso le digo que yo no, pues no, no lo
he referido.
O sea, ¿no tuvo claridad pues frente a la conducta, frente a la trascendencia, la
trazabilidad?  No,  es  que  a  mí  no  me  corresponde  esa  parte,  para  eso  existe
control interno disciplinario que es donde uno lleva las situaciones.
Ah bueno, no, quiero que quede claro pues esa respuesta.
¿Puede indicarle al despacho si la coordinadora le notificó a la docente Tatiana
frente a las presuntas quejas? Sí, en su momento la coordinadora le pasaba las
situaciones a la profesora Tatiana, es decir, le refería tal asunto con tal niño pues
para que ella se pusiera ahí al tanto de la situación.
Si me torno repetitivo me lo hace saber, y, ¿puede indicarle al despacho por qué
medio lo hacía la coordinadora, por un mensaje de texto, un chat, por un correo
electrónico,  en  el  descanso,  en  el  pasillo,  de  forma  poco  solemne,  cómo  le
informó? Ahh bueno, lo más seguro de manera verbal, porque la profesora no
tiene en ningún momento acá activo lo que es el whatsapp que es el medio que
nosotros utilizamos acá a nivel institucional.
Manifestó usted al despacho que la docente presuntamente no cumplió con la
entrega de los PIAR, ¿podría usted indicarle al despacho si la docente, apelando a
un chat o correo le informó a los padres frente a ésta obligación? La profesora
Tatiana, no es que ella no los ha presentado, tal es el hecho de que los padres de
familia no han tenido esos planes, no, durante el año no los han tenido. Esa es la
evidencia, que se los presente a cada uno de los estudiantes.





Minuto 44:48
Manifieste  al  despacho  si  existe,  ¿usted  posee  alguna  prueba  documental  de
algún  acta  o  un  compromiso  en  términos  de  convivencia  para  mejorar  las
presuntas situaciones aquí descritas? Con la profesora Tatiana, el escrito que se
le ha pasado, los escritos.
No, me refiero a si existe un acta, un plan de mejoramiento, unas sugerencias
puntuales, un documento físico que usted haya adelantado. Sí, claro, lo que yo le
dí a la profesora para que ella se pusiera en contacto tanto con estudiantes como
con padres de familia para mejorar las situaciones que se le habían referido, eso
existe y es lo que se envió también a control interno.
Sirva indicar al despacho si usted conoce usted de manera directa o indirecta de
algún reconocimiento  que haya  podido  hacer  la  coordinadora  en virtud de  el
cuplimiento de sus funciones a la docente Tatiana. Pues, la coordinadora en su
momento lo que le digo le ha manifestado a ella las situaciones.
¿Las situaciones qué? Las situaciones, las quejas de los padres de familia.
No,  la  pregunta  es  reconocimiento,  si  la  coordinadora  le  ha  hecho
reconocimientos. Pero no te entiendo reconocimientos.
Reconocimientos en virtud de su función,  del  cumplimiento de sus funciones
como docente. No pues, nosotros tenemos dadas las funciones el 1278 el 2277 y
los tenemos previamente establecidos; la coordinadora pues sacarle como otras
funciones pues no tendría.
Ehh,  rectora,  me  refiero  a  alguna  exhaltación,  cuando  uno  le  hace  algún
reconocimiento al mérito, una palmadita en el hombro. Ah, no, no, no, que yo me
haya dado cuenta no.
Desconoce. No, no, sobre esa parte pues no sé si lo habrá hecho anterior mente la
coordinadora Magdalena a la profesora, que yo me haya dado cuenta, no.

La docente, debido a las situaciones de acoso y maltrato denunciadas se ha visto
en la penosa obligación de grabar, puesto que constantemente ve obstruídas sus
funciones,  menoscabada  su  autonomía  docente  y  nota  como  la  rectora  y  la
coordinadora no tienen el trato cordial debido, ni adelantan los procesos ante las
situaciones tipo II y tipo III en su contra, la han maltratado estudiantes y aunque
lo ha reportado a las directivas, no ha sido convocada al comité de convivencia
para  reestablecer  la  relación  de  respeto  debido  de  los  estudiates  hacia  ella,
generando  saboteos  de  clase  por  parte  de  los  estudiantes  que  se  sienten
abanderado por la coodinadora y la rectora para maltratarla y difamarla, además
del maltrato sufrido por la misma coordinadora y rectora.

Al respecto del numeral 1, oportunidad procesal,  la oficina del control interno
disciplinario ingnora a drede las contradicciones y aceptaciones de la rectora y la
coordinadora  sobre  el  no  cumplimiento  de  sus  funciones,  desatiende  la
declaración de la docente orientadora que deja sin sustento la acusación de la
coordinadora y la rectora. Dice esa oficina:

“Que, tal como se advierte en el expediente acumulado, las conductas atribuidas
a la investigada revisten un carácter reiterativo, según se desprende de las quejas
presentadas  y  de  las  respectivas  ratificaciones,  cuyos  apartes  relevantes  se
transcriben  a  continuación”  explorando  parcializadamente  los  documentos



audiovisuales de las audiencias en las que no se evidencia actuación de maltrato
de la docente y por el contrario, si actuación de hostigamiento, difamación, abuso
de  autoridad,  incumplimiento  de  funciones  de  parte  de  la  coordinadora  y  la
rectora.

2. LA PERMANENCIA EN EL CARGO PERMITE QUE LA INVESTIGADA
CONTINUE COMETIENDO LA CONDUCTA O LA REITERE.

En ninguna parte de las declaraciones queda evidenciado el maltrato del cuál se
me acusa, pero sí  las faltas al conducto regular o debido proceso, la  falta de
activación de rutas de atención,  el  incumplimiento  de  la  función de informar
inmediatamente debido a que la rectora  desconoce la  ley  1620 de 2013 y  no
cumple  las  funciones  estipuladas  ahí,  obstaculiza  el  cumplimiento  de  las
funciones de la docente.

3. LA PERMANENCIA EN EL CARGO, FUNCIÓN O SERVICIO PÚBLICO
POSIBILITA LA INTERFERENCIA DEL AUTOR DE LA FALTA EN EL
TRÁMITE DE LA INVESTIGACIÓN

Además, durante el periodo de vacaciones y refuerzos no va a estar en contacto
con las y los estudiantes, por lo cuál es una medida desproporcional.



Calendario de Noviembre I. E. Josefina Muñoz Gonzalez:





Se  observa  entonces  que  las  y  los  estudiantes  estarán  en  actividades  de
nivelación a las cuales no asisten todos sino aquellos que lo necesitan.

Según resolución 0974 del 01 de Noviembre de 2024



Según resolución 0871 del 31 de Octubre de 2025

CONCLUSIÓN:

Todo lo expresado hasta el momento permite concluir que la  PRÓRROGA de la
suspensión provisional (artículo 217 y siguientes, ibíd. Ley 1952 de 2019) denota
una naturaleza de cautelar, que puede ordenarse en cualquier etapa del proceso
y que dicha medida no podrá agravar ni  socavar  las garantías procesales  del
sujeto  disciplinable,  máxime  cuando  emergen  argumentos  que  desvirtúan  las
simples conjeturas o doxa del auto 005 del 07 de noviembre de 2025

Surge como ejercicio hermenéutico y holístico, que el superior funcional, analice
el presente caso, y se revoque dicha medida de PRÓRROGA DE LASUSPENSIPÓN
PROVISIONAL, en merito de lo expuesto.

Con el reverencial respeto que ante su despacho profeso.

_____________________________________
TATIANA PAOLA HERNANDEZ NIETO
C.C 43.903.488
EMAIL. lacuerpa@riseup.net
CEL. 3007835088
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Señora

Tatiana Paola Hernandez Nieto

lacuerpa@riseup.net

Asunto: Respuesta comunicación con radicado No 2026-ER-0170326

Respetada Señora, Cordial Saludo,

En atención al escrito presentado por usted a través del Sistema de Gestión

Documental del Ministerio de Educación Nacional, con radicado de referencia,

mediante el cual manifiesta:

“Solicito comedidamente que estas nuevas pruebas sean agregadas a

mi expediente y tenidas en cuenta para que el Ministerio, en ejercicio de sus

facultades de inspección y vigilancia, valore la gravedad del círculo vicioso

local y, de ser el caso, active los mecanismos de control correspondientes,

incluido el poder disciplinario preferente ante la Procuraduría.” (SIC)

Teniendo en cuenta el radicado de la referencia y a efectos de dar respuesta a su

comunicación es preciso señalar, que en virtud de la descentralización de la

educación y las competencias asignadas por el artículo 6° y 7° de la ley 715 de

2001, corresponde a las entidades territoriales certificadas en educación

administrar el personal docente en su jurisdicción, siendo relevante subrayar

que dichas atribuciones incluyen la facultad nominadora, por tanto el Ministerio

de Educación Nacional no cuenta con las facultades necesarias, para proferir

alguna orden, porque de conformidad con el artículo 287 de la C.P. esta entidad

no tiene la competencia para intervenir directamente en las funciones y

responsabilidades de los entes territoriales, pues estos gozan de autonomía en

la gestión de sus propios asuntos; no obstante, a continuación, se brindarán las

siguientes orientaciones:

“(…) Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de

petición de consulta no constituye interpretaciones autorizadas de la Ley o de un

acto administrativo. No pueden reemplazar un acto administrativo. Dada la

naturaleza misma de los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, a consejos, a

pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones que emite la

administración pero que dejan al administrado en libertad para seguirles o no. (…)”

(Corte Constitucional, Sentencia C542 de 2005, M.P. Humberto Antonio Sierra

Porto).

Así mismo, en atención a lo solicitado en oficio radicado con el número de la

referencia, nos permitimos informarle que esta Subdirección de acuerdo con sus

funciones señaladas en el Artículo 21 del Decreto 2269 del 29 de diciembre de

2023, procederá en términos a dar contestación a su consulta, y como cuestión

previa indica que este Ministerio no define situaciones particulares y concretas en

relación con los derechos o situaciones administrativas de los docentes y

directivos docentes; no obstante, a continuación, se brindarán las

siguientes orientaciones con respecto al cuestionamiento presentado:

La prestación del servicio público de educación por parte del Estado está

descentralizada en nuestro ordenamiento jurídico, en virtud de las disposiciones

pertinentes de las Leyes 24 de 1988, 29 de 1989, 91 de 1989, 60 de 1993, 115

de 1994, 715 de 2001 y 790 de 2002. No obstante, aún se conserva el principio

fundamental de “Centralización Política y Descentralización Administrativa”,

característico de la organización y funcionamiento del Estado colombiano desde
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la Constitución de 1886, ratificado por la Constitución de 1991, en virtud de

nuestro sistema político de Estado Unitario.

Mientras tanto, asuntos como la organización, vigilancia, concursos públicos,

cofinanciación, prestación directa, administración del personal administrativo y

docente, aplicación del régimen disciplinario, administración de las instituciones

educativas, entre otros; está a cargo de las entidades territoriales certificadas en

educación, a través de sus secretarías de educación o quien haga sus veces,

conforme a los artículos 130, 151, 152 y 153 de la Ley 115 de 1994, y 6 y 7 de la

Ley 715 de 2001, y demás normas concordantes y reglamentarias sobre la

materia.

En atención al requerimiento enunciado y como quiera que, en el marco de las

competencias otorgadas por la Ley 1952 del 28 de Enero de 2019 por medio de la

cual se expide el Código General Disciplinario, indicando en su artículo 2º

“corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios

con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer

de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus dependencias”;

le informamos que la denuncia por competencia fue remitida a la Oficina de

Control Interno Disciplinario de la Alcaldía de Rionegro - Antioquia, como

también a la Secretaría de Educación Municipal para conocimiento y trámites

pertinentes.

Así las cosas, se insta a que con el debido acervo probatorio acuda ante las

entidades competentes indicadas e instaure la correspondiente denuncia.

Consideramos que, con el oficio antes transcrito y expedido por esta

Subdirección, se ofrece una contestación de fondo a su requerimiento.

[1] “Por la cual se expide la ley general de educación.”

[2] “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los

artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras

disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.”

[3] “Por la cual se modifica parcialmente la Ley General de Educación, Ley 115 de 1994, y se dictan otras

disposiciones.”

Cordialmente,

@FirmaDigitalTMS@

LUZ ADRIANA QUINTERO SÁNCHEZ

Subdirector Técnico

Subdirección de Recursos Humanos del Sector Educación

Folios: 2

Anexos:

Nombre anexos:

Elaboró Revisó Aprobó

Elaboró:

ALEXANDER LOPEZ DE CERVANTES

Contratista

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación

Revisó:

JESSICA FABIOLA PINILLA SALGADO

Profesional Especializado

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación

Aprobó:

LUZ ADRIANA QUINTERO SÁNCHEZ

Subdirector Técnico

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación
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Señor(a)

Tatiana Paola Hernandez Nieto

lacuerpa@riseup.net

Asunto: Respuesta comunicación con radicado No 2026-ER-0170046

Respetada Señora, Cordial Saludo,

En atención al escrito presentado por usted a través del Sistema de Gestión

Documental del Ministerio de Educación Nacional con radicado de referencia,

mediante el cual manifiesta:

“COMPLEMENTO PROBATORIO – Radicado 2026-ER-0169535 – Tatiana

Paola Hernández Nieto – Declaraciones juradas” (SIC)

Teniendo en cuenta el radicado de la referencia y a efectos de dar respuesta a su

comunicación es preciso señalar, que en virtud de la descentralización de la

educación y las competencias asignadas por el artículo 6° y 7° de la ley 715 de

2001, corresponde a las entidades territoriales certificadas en educación

administrar el personal docente en su jurisdicción, siendo relevante subrayar

que dichas atribuciones incluyen la facultad nominadora, por tanto el Ministerio

de Educación Nacional no cuenta con las facultades necesarias, para proferir

alguna orden, porque de conformidad con el artículo 287 de la C.P. esta entidad

no tiene la competencia para intervenir directamente en las funciones y

responsabilidades de los entes territoriales, pues estos gozan de autonomía en

la gestión de sus propios asuntos; no obstante, a continuación, se brindarán las

siguientes orientaciones:

“(…) Los conceptos emitidos por las entidades en respuesta a un derecho de

petición de consulta no constituye interpretaciones autorizadas de la Ley o de un

acto administrativo. No pueden reemplazar un acto administrativo. Dada la

naturaleza misma de los conceptos, ellos se equiparan a opiniones, a consejos, a

pautas de acción, a puntos de vista, a recomendaciones que emite la

administración pero que dejan al administrado en libertad para seguirles o no. (…)”

(Corte Constitucional, Sentencia C542 de 2005, M.P. Humberto Antonio Sierra

Porto).

Así mismo, en atención a lo solicitado en oficio radicado con el número de la

referencia, nos permitimos informarle que esta Subdirección de acuerdo con sus

funciones señaladas en el Artículo 21 del Decreto 2269 del 29 de diciembre de

2023, procederá en términos a dar contestación a su consulta, y como cuestión

previa indica que este Ministerio no define situaciones particulares y concretas en

relación con los derechos o situaciones administrativas de los docentes y

directivos docentes; no obstante, a continuación, se brindarán las

siguientes orientaciones con respecto al cuestionamiento presentado:

La prestación del servicio público de educación por parte del Estado está

descentralizada en nuestro ordenamiento jurídico, en virtud de las disposiciones

pertinentes de las Leyes 24 de 1988, 29 de 1989, 91 de 1989, 60 de 1993, 115

de 1994, 715 de 2001 y 790 de 2002. No obstante, aún se conserva el principio

fundamental de “Centralización Política y Descentralización Administrativa”,

característico de la organización y funcionamiento del Estado colombiano desde

la Constitución de 1886, ratificado por la Constitución de 1991, en virtud de

nuestro sistema político de Estado Unitario.

Mientras tanto, asuntos como la organización, vigilancia, concursos públicos,

cofinanciación, prestación directa, administración del personal administrativo y

docente, aplicación del régimen disciplinario, administración de las instituciones
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educativas, entre otros; está a cargo de las entidades territoriales certificadas en

educación, a través de sus secretarías de educación o quien haga sus veces,

conforme a los artículos 130, 151, 152 y 153 de la Ley 115 de 1994, y 6 y 7 de la

Ley 715 de 2001, y demás normas concordantes y reglamentarias sobre la

materia.

En atención al requerimiento enunciado y como quiera que, en el marco de las

competencias otorgadas por la Ley 1952 del 28 de Enero de 2019 por medio de la

cual se expide el Código General Disciplinario, indicando en su artículo 2º

“corresponde a las oficinas de control disciplinario interno y a los funcionarios

con potestad disciplinaria de las ramas, órganos y entidades del Estado, conocer

de los asuntos disciplinarios contra los servidores públicos de sus dependencias”;

le informamos que la denuncia por competencia fue remitida a la Oficina de

Control Interno Disciplinario de la Alcaldía de Rionegro, Antioquia, como también

a la Secretaría de Educación Municipal para conocimiento y trámites pertinentes.

Así las cosas, se insta a que con el debido acervo probatorio acuda ante las

entidades competentes indicadas e instaure la correspondiente denuncia.

Consideramos que, con el oficio antes transcrito y expedido por esta

Subdirección, se ofrece una contestación de fondo a su requerimiento.

[1] “Por la cual se expide la ley general de educación.”

[2] “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias de conformidad con los

artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras

disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre otros.”

[3] “Por la cual se modifica parcialmente la Ley General de Educación, Ley 115 de 1994, y se dictan otras

disposiciones.”

Atentamente,

@FirmaDigitalTMS@

LUZ ADRIANA QUINTERO SÁNCHEZ

Subdirector Técnico

Subdirección de Recursos Humanos del Sector Educación

Folios: 2

Anexos:

Nombre anexos:

Elaboró Revisó Aprobó

Elaboró:

ALEXANDER LOPEZ DE CERVANTES

Contratista

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación

Revisó:

JESSICA FABIOLA PINILLA SALGADO

Profesional Especializado

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación

Aprobó:

LUZ ADRIANA QUINTERO SÁNCHEZ

Subdirector Técnico

Subdirección de Recursos Humanos del

Sector Educación
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Tele fono (604) 561 13 79 

 

 

 
 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO 

RIONEGRO – ANTIOQUIA 

Catorce (14) de mayo de dos mil veintiséis (2026) 

 

Proceso Acción de Tutela 

Radicado N° 05615 40 03 003 2026 00366 01 

Procedencia Juzgado Tercero Civil Municipal de 

Rionegro 

Accionante Tatiana Paola Hernández Nieto 

Accionada Secretaría de Educación del Municipio 

de Rionegro 

Vinculadas Procuraduría Provincial de Rionegro y 

Unidad Nacional de Protección 

Decisión Decreta Nulidad 

Auto N° 145 

 

Sería del caso resolver la impugnación interpuesta por la señora Tatiana 

Paola Hernández Nieto frente al fallo emitido el pasado 16 de abril de 

2026, en la acción de tutela interpuesta por la recurrente en contra de la 

Secretaría de Educación del Municipio de Rionegro; si no fuera porque 

se advierte que el Despacho de primer grado incurrió en una causal de 

nulidad. Véase a continuación: 

 

La accionante indicó que es docente de carrera nombrada en propiedad 

bajo el Decreto Ley 1278 de 2002, que actualmente se encuentra 

adscrita a la Secretaría de Educación de Rionegro y que el pasado 17 de 

febrero de 2026 esa entidad expidió el Decreto N° 107 por medio del 

cual la trasladó en calidad de “excedente” de la Institución Educativa 

mailto:rioj01cctoj@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

Palacio de Justicia Jose  Herna ndez Arbela ez, carrera 47 # 60 – 50 Rionegro – Antioquia 

Correo electro nico: rioj01cctoj@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Tele fono (604) 561 13 79 

Josefina Muñoz González a la Institución Educativa Baldomero Sanín 

Cano, sin que mediara solicitud de su parte, sin priorizar a los docentes 

que se encontraban en su sede original y sin convocar al Consejo 

Directivo de la I.E. Josefina Muñoz para valorar la situación. 

 

Señaló, además, que en la nueva sede le asignaron modelos educativos 

flexibles para los cuales no tiene formación y experiencia, vulnerando 

los lineamientos del Ministerio de Educación Nacional sobre esos 

modelos y que desde el 19 de febrero de 2026 no se le ha asignado carga 

académica en el área de matemáticas, que es su área de nombramiento 

y que, por lo tanto, su estabilidad laboral está gravemente afectada, por 

cuanto no puede ejercer su función en el área para la que fue nombrada, 

aunada a su condición de riesgo extraordinario que no ha sido atendida 

con los protocolos de protección previstos en el Decreto 1075 de 2015. 

 

El debate probatorio y jurídico quedó trabado, entonces, alrededor de si 

la Secretaría de Educación del municipio de Rionegro vulneró los 

derechos fundamentales de la señora Tatiana Paola Hernández Nieto al 

proferir un acto administrativo ordenando su traslado de la Institución 

Educativa Josefina Muñoz González a la Institución Educativa Baldomero 

Sanín Cano. 

 

En tal medida y atendiendo a lo narrado por la accionante en los hechos 

del escrito de tutela, se tornaba indispensable vincular a las dos 

Instituciones Educativas involucradas; sin embargo, al momento de 

verificar en los archivos 004 y 005 del C01Principal de Primera Instancia 

no se logró evidenciar, puesto que no se ordenó la vinculación de estas y 

por ende no se les notificó del amparo constitucional. En consecuencia, 

no se les permitió que se pronunciaran sobre los hechos aquí 

relacionados y que inciden directamente en sus intereses. 
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Al respecto, recuérdese que la doctrina constitucional, en este tipo de 

asuntos, tiene decantado la obligatoriedad de convocar a todos los 

sujetos que tengan interés jurídico para plantear o resistir la pretensión 

constitucional. Es decir, le atañe al juzgador de tutela vincular a todas las 

personas de quienes se pueda predicar cualquier beneficio o perjuicio 

producto de la sentencia que resuelva la salvaguarda. 

 

En tal sentido, en interlocutorio ATC273-2020 la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia recordó que: 

 

“Con ocasión del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, es regla en este 

tipo de ritos llamar a toda persona de quien se predique un interés 

jurídico atendible para intervenir, bien porque las resultas pudieran 

eventualmente beneficiarla y con mayor razón cuando sea previsible 

un menoscabo en alguno de sus privilegios esenciales. En cualquiera 

de esos supuestos es menester noticiarlo para que, de estimarlo 

pertinente, se defienda, rinda informe, etc. 

 

Si así no sucede, se ha dicho que tal irregularidad configura la causa 

de nulidad del numeral 8º del artículo 133 del Código General del 

Proceso, según la cual, el litigio «es nulo, en todo o en parte, solamente 

en los siguientes casos: 8) Cuando no se practica en legal forma la 

notificación del auto admisorio de la demanda a personas 

determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque 

sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes», directriz 

que resulta aplicable por remisión del canon 4º del Decreto 306 de 

1992.  

 

Al respecto, en CSJ ATC1181-2017 se recordó: Si bien la tutela se 

caracteriza por ser un mecanismo breve y sumario, no es ajena a las 

reglas del debido proceso, dentro de las cuales se prevé la perentoria 

obligación de notificar las providencias proferidas en su trámite, a las 
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partes o intervinientes, según lo disponen el artículo 16 del Decreto 

2591 de 1991 y el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 (…) Dentro de 

aquellos sujetos a los que se deben comunicar las decisiones 

adoptadas en el trámite constitucional, se comprenden los terceros 

determinados o determinables que pueden recibir provecho o 

perjuicio de las resultas de la acción, así como a los funcionarios 

públicos que deban actuar como garantes de los derechos de las 

personas a las cuales la ley les otorga una especial protección (…) por  

anotadas omisiones «se estructura la causal de nulidad establecida en 

el artículo 140 numeral 9° del Código de Procedimiento Civil [hoy art. 

133 del C.G.P.], al haberse dado curso al libelo sin la citación de 

quienes, como se anotó, debieron haber sido convocados» 

(Providencia de 4 de mayo de 2012, exp. 2012-00066-01)” 

 

De modo que, la ausencia de cualquier sujeto respecto de quien se 

avizore un menoscabo como resultado de la definición del resguardo, 

apareja la nulidad de la sentencia a fin de que se rehaga la actuación 

vinculando a la persona o entidad pretermitida. 

 

En el caso concreto, como se dejó reseñado, el Despacho de origen omitió 

vincular y notificar en debida forma a las Instituciones Educativas 

Josefina Muñoz González y Baldomero Sanín Cano cuyo llamamiento 

resultaba forzoso por estar directamente involucrados en la situación 

que originó la presunta vulneración de los derechos fundamentales 

incoados por la accionante, así como en la solución del caso, motivo por 

el cual era relevante atender la citación de dichos planteles educativos, 

antes de resolver la salvaguarda. Como así no se hizo, se desencadenó el 

vicio de nulidad previsto en el numeral 8° del artículo 133 del Código 

General del Proceso, según quedó en los apartes transcritos arriba. 
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Finalmente, se requiere al fallador de primer grado para que revise la 

solicitud de acumulación realizada por la accionante en el escrito de 

impugnación. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado a partir de la 

sentencia del 16 de abril de 2026 inclusive proferida en este asunto por 

el Juzgado Tercero Civil Municipal de Rionegro, por lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia. En consecuencia, esa autoridad deberá 

vincular y notificar debidamente a las Instituciones Educativas 

Josefina Muñoz González y Baldomero Sanín Cano para los 

propósitos que correspondan a su defensa y contradicción. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes y al Despacho de 

primera instancia a través de un medio expedito y eficaz. Devuélvase el 

expediente al Juzgado a quo para los efectos aludidos. 

 

TERCERO: REQUERIR al fallador de primer grado para que revise la 

solicitud de acumulación realizada por la accionante en el escrito de 

impugnación 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

SANDRA MILENA MARÍN GALLEGO 

JUEZA 

2 
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Señor
JUAN FERNANDO RESTREPO TABARES
Subsecretario Administrativo y Financiero
SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE RIONEGRO
E. S. D.

Referencia: Derecho de petición – Solicitud de información documentada y certificada sobre 
descuentos en nómina (“RI” y “EMJUPI1”), bonificación pedagógica, salarios de suspensiones, 
aportes pensionales (FOMAG), descuento sindical ADIDA y restitución de valores.

Peticionaria: Tatiana Paola Hernández Nieto, C.C. 43.903.488, correo electrónico [tu correo].

INTRODUCCIÓN

Señor Subsecretario, ejerzo mi derecho fundamental de petición (artículo 23 de la Constitución y 
Ley 1755 de 2015) para obtener información completa, certificada y con soportes sobre 
irregularidades que afectan mi salario y mis derechos laborales, y que se reflejan en mis colillas de 
pago. Estas irregularidades también han sido puestas en conocimiento de la Procuraduría General de 
la Nación mediante queja disciplinaria radicada bajo el número E-2026-246145, en la que usted y el 
funcionario Johnny Wbeimar López Castaño aparecen como posibles disciplinables por su 
responsabilidad en la liquidación de nómina.

A continuación, presento los hechos documentados (con las pruebas que adjunto: colillas de pago) 
y, para cada uno, una solicitud concreta. Exijo respuestas específicas, no evasivas, en el término de 
15 días hábiles.

I. HECHOS DOCUMENTADOS Y SOLICITUDES CONCRETAS

Hecho 1 – Descuentos “RI Sueldo Basico” y “RI Pago Sueldo de Vacaciones” sin justificación 
aparente (2021-2022)

En mis colillas de pago aparecen deducciones recurrentes bajo los códigos “RI Sueldo Basico” y 
“RI Pago Sueldo de Vacaciones”, en los siguientes meses y con los siguientes valores visibles:

Mes y año Concepto Valor descontado
Diciembre 
2021

RI Pago Sueldo de 
Vacaciones

$510.108

Enero 2022 RI Sueldo Basico
(valor no visible en la captura, pero el neto a pagar 
reducido evidencia la deducción)

Febrero 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Abril 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Mayo 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Agosto 2021 RI Sueldo Basico $510.108 (consta en el PDF de colillas)
En ninguna de esas colillas se indica la norma, acto administrativo, resolución, circular, decisión 
judicial o autorización escrita mía que respalde dichos descuentos. El artículo 149 del Código 
Sustantivo del Trabajo prohíbe al empleador hacer descuentos no autorizados por el trabajador o por 
la ley.



Solicitud 1:
1.1. ¿Qué significa el código “RI” en esos conceptos? Explique su naturaleza jurídica y origen 
normativo.
1.2. ¿Qué acto administrativo, norma legal o decisión judicial autoriza esos descuentos? 
Remítame copia íntegra, legible y certificada.
1.3. Indique, mes a mes (diciembre 2021; enero, febrero, abril, mayo, agosto 2022, y cualquier otro 
mes en que aparezca), el valor exacto descontado.
1.4. ¿Quién ordenó dichos descuentos? (nombre, cargo, dependencia y fecha de la orden). Si fue 
una orden escrita, anexe copia.
1.5. Si no existe acto administrativo o norma que los respalde, certifíquelo bajo juramento e 
indique el procedimiento inmediato para la devolución indexada de todos los valores descontados, 
con intereses moratorios.

Hecho 2 – Embargo “EMJUPI1” sin notificación (mayo-junio 2022)

En las colillas de mayo de 2022 se me descontaron 
960.568 yen juniode2022 semedescontaron 960.875∗∗ ∗∗ ∗∗ ∗∗  bajo el concepto “EMJUPI1 – 
Embargo Judicial Porcentaje Ingresos”. Nunca he recibido notificación de juzgado alguno, ni copia 
del oficio de embargo, ni se me ha informado el número del proceso o la autoridad que lo ordenó. 
Esto vulnera mi derecho al debido proceso (artículo 29 de la Constitución).

Solicitud 2:
2.1. Número del proceso judicial y juzgado que ordenó el embargo.
2.2. Copia del oficio de embargo o comunicación judicial.
2.3. Fecha y medio de notificación a mi persona. Si no hubo notificación, explique por qué.
2.4. Si el embargo ya cesó, fecha de cesación y si se me giró el saldo remanente.

Hecho 3 – Corrimiento ilegal de la bonificación pedagógica

Mi decreto de traslado del 16 de marzo de 2020 ordenó que me trasladara “sin solución de 
continuidad”, lo que implica conservar la fecha en que se pagaba mi bonificación pedagógica en 
Bello: septiembre. En Rionegro, la bonificación se pagó en mayo de 2021, luego en diciembre de 
2022, 2023 y 2024, con un atraso sistemático de un año. Además, estuve 8 meses sin percibir 
bonificación entre septiembre de 2020 y mayo de 2021. La bonificación del período 2024-2025 
debe pagarse en diciembre de 2025 y por el valor completo (no proporcional), toda vez que la 
suspensión que pesaba sobre mí fue revocada (Auto 006 de 2025) sin que existiera fallo 
condenatorio (artículo 218 de la Ley 1952 de 2019).

Solicitud 3:
3.1. Fecha exacta de pago de la bonificación del período 2024-2025 (debe ser diciembre de 2025, 
valor completo).
3.2. Liquidación completa y certificada de dicha bonificación, con base de cálculo.
3.3. Justificación del cambio de fecha de pago (de septiembre a mayo/diciembre) y de la supresión 
de 8 meses (septiembre 2020 a mayo 2021). Copia de los actos administrativos que establecieron la 
nueva fecha.



Hecho 4 – Salarios no pagados de la suspensión de 2021 (Auto 166/2021)

Mediante Auto 166 del 7 de septiembre de 2021 fui suspendida provisionalmente por tres meses 
(septiembre, octubre, noviembre de 2021) sin derecho a remuneración. Dicho proceso disciplinario 
nunca culminó en fallo condenatorio. El Auto 006 del 21 de noviembre de 2025 revocó la 
suspensión. Conforme al artículo 218 de la Ley 1952 de 2019, la entidad empleadora tiene la 
obligación de pagarme la totalidad de la remuneración dejada de percibir. A la fecha, no he recibido 
ni un peso de esos tres meses.

Solicitud 4:
4.1. Liquidación completa, mes a mes (salario, primas, bonificaciones) de los tres meses 
suspendidos en 2021.
4.2. Copia del acto administrativo que ordenó o denegó el pago.
4.3. Fecha proyectada de pago restituido indexado.

Hecho 5 – Pago parcial de la suspensión de 2025

Durante 2025 fui suspendida desde el 1 de agosto hasta el 21 de noviembre (cuando fue revocada). 
La Secretaría realizó un pago parcial, excluyendo la bonificación pedagógica y liquidando un 
período incorrecto (aparentemente de mayo a diciembre, lo cual es ilegal porque la suspensión no 
cubrió mayo ni junio).

Solicitud 5:
5.1. Liquidación desagregada del pago realizado: período exacto, conceptos, montos brutos, 
deducciones, fecha de pago.
5.2. Explicación legal de por qué excluyeron la bonificación pedagógica de 2025 (siendo que la 
suspensión fue revocada sin fallo y el tiempo suspendido se computa para efectos prestacionales).
5.3. Si liquidaron el período mayo-diciembre (como se presume), la justificación legal para extender 
la suspensión a meses no afectados.

Hecho 6 – Aportes pensionales (FOMAG) incompletos durante las suspensiones (2021 y 2025)

Durante los períodos de suspensión de 2021 y 2025, la Secretaría solo pagó la parte del empleador 
(el 75% aproximadamente) al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) y omitió 
pagar la parte correspondiente al empleado (mi cotización del 25% aproximadamente), bajo el 
argumento de que “no había de dónde descontar”. Esto viola la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional (sentencias T-568/99, T-1040/12, SU-995/99), según la cual, cuando la suspensión es 
revocada sin fallo condenatorio, el empleador debe pagar la totalidad de los aportes (tanto su parte 
como la del empleado) para garantizar el derecho fundamental a la seguridad social del trabajador. 
Mi derecho a la pensión se ha visto afectado porque esas semanas no aparecen cotizadas.

Solicitud 6:
6.1. Certificación mes a mes desde enero de 2020 hasta la fecha de respuesta, indicando:

 Valores aportados por el empleador y por la empleada (separadamente).

 Meses en los que solo se pagó la parte del empleador (suspensiones).

 Meses en los que se pagaron ambas partes.



 Copia de los comprobantes PILA de todos esos meses.
6.2. Corrección inmediata: que la Secretaría asuma el pago de las cotizaciones del empleado 
correspondientes a los períodos de suspensión de 2021 y 2025, y las traslade al FOMAG, 
con los respectivos intereses moratorios.
6.3. Certificado de semanas cotizadas actualizado a la fecha.

Hecho 7 – Omisión del descuento sindical de ADIDA (desde marzo de 2020)

Desde mi traslado de Bello a Rionegro (marzo de 2020), la Secretaría no ha realizado el descuento 
de mi cuota sindical de ADIDA, a pesar de mi autorización expresa. Esta omisión me ha dejado sin 
acompañamiento sindical en los procesos disciplinarios y configura una violación del artículo 39 de 
la Constitución y del artículo 379 del Código Sustantivo del Trabajo.

Solicitud 7:
7.1. Certificación de si se ha realizado el descuento desde marzo de 2020. Si no, las razones.
7.2. Voluntad de regularizar el descuento a partir de la nómina actual y de pagar retroactivamente 
los valores adeudados al sindicato.

Hecho 8 – Falta de respuesta de fondo al derecho de petición RNG2026ER001181

El 1 de abril de 2026 radiqué un derecho de petición (RNG2026ER001181) solicitando información 
sobre salarios de suspensión, bonificación y otros asuntos. Mediante oficio del 28 de abril de 2026, 
usted, señor Subsecretario, amplió el plazo hasta el 28 de mayo de 2026. Sin embargo, a la fecha no 
he recibido ninguna respuesta de fondo que resuelva lo pedido, ni los documentos solicitados.

Solicitud 8:
8.1. Respuesta de fondo al radicado RNG2026ER001181, con todos los documentos y 
certificaciones requeridos. No más ampliaciones de plazo.

Hecho 9 – Restitución de todos los valores descontados ilegalmente

De acuerdo con las solicitudes 1.5 y 2.4, solicito que se inicie el procedimiento administrativo para 
la devolución indexada de:

 Todos los valores descontados bajo los conceptos “RI” (2021-2022).

 Los valores descontados por “EMJUPI1” si no se acredita legalmente el embargo.

 Con intereses moratorios calculados desde cada mes de descuento hasta la fecha de 
restitución.

Solicitud 9:
9.1. Iniciar dicho procedimiento de manera inmediata y comunicarme por escrito los pasos a seguir.

II. FUNDAMENTOS LEGALES GENERALES

 Artículo 23 CN y Ley 1755 de 2015: Derecho de petición. Plazo de respuesta: 15 días 
hábiles.



 Artículo 218 de la Ley 1952 de 2019: Reintegro automático y pago total de remuneración 
dejada de percibir cuando termina la suspensión sin fallo.

 Artículo 149 del CST: Prohibición de descuentos no autorizados por el trabajador o por ley.

 Artículos 48 y 53 de la Constitución: Derecho a la seguridad social y favorabilidad laboral.

 Jurisprudencia de la Corte Constitucional (T-568/99, T-1040/12, SU-995/99): En caso de 
suspensión revocada sin fallo, el empleador debe pagar la totalidad de los aportes a la 
seguridad social (empleador y empleado) para no afectar el derecho a la pensión.

 Artículo 379 del CST: Obligación del empleador de descontar la cuota sindical cuando el 
trabajador lo autoriza.

 Artículo 29 de la Constitución: Debido proceso – derecho a notificación de embargos.

III. PLAZO Y ADVERTENCIA

El término para resolver este derecho de petición es de quince (15) días hábiles contados a partir 
del día siguiente de su radicación (artículo 14 de la Ley 1755 de 2015). La respuesta debe enviarse 
al correo electrónico que he indicado.

El silencio administrativo, la respuesta evasiva o incompleta será considerada mala fe y se 
utilizará como prueba en:

 La queja disciplinaria E-2026-246145 que ya cursa en la Procuraduría General de la Nación.

 Una acción de tutela por mora administrativa que interpondré el día 16 hábil sin 
respuesta.

 Una eventual demanda de reparación directa ante la jurisdicción contencioso-
administrativa por los perjuicios económicos y morales causados.

Atentamente,

Docente de Matemáticas
Correo: lacuerpa@riseup.net

Dado en Rionegro, a 4 de mayo de 2026.





Señor
JUAN FERNANDO RESTREPO TABARES
Subsecretario Administrativo y Financiero
SECRETARIA DE EDUCACIÓN MUNICIPAL DE RIONEGRO
E. S. D.

Referencia: Derecho de petición – Solicitud de información documentada y certificada sobre 
descuentos en nómina (“RI” y “EMJUPI1”), bonificación pedagógica, salarios de suspensiones, 
aportes pensionales (FOMAG), descuento sindical ADIDA y restitución de valores.

Peticionaria: Tatiana Paola Hernández Nieto, C.C. 43.903.488, correo electrónico [tu correo].

INTRODUCCIÓN

Señor Subsecretario, ejerzo mi derecho fundamental de petición (artículo 23 de la Constitución y 
Ley 1755 de 2015) para obtener información completa, certificada y con soportes sobre 
irregularidades que afectan mi salario y mis derechos laborales, y que se reflejan en mis colillas de 
pago. Estas irregularidades también han sido puestas en conocimiento de la Procuraduría General de 
la Nación mediante queja disciplinaria radicada bajo el número E-2026-246145, en la que usted y el 
funcionario Johnny Wbeimar López Castaño aparecen como posibles disciplinables por su 
responsabilidad en la liquidación de nómina.

A continuación, presento los hechos documentados (con las pruebas que adjunto: colillas de pago) 
y, para cada uno, una solicitud concreta. Exijo respuestas específicas, no evasivas, en el término de 
15 días hábiles.

I. HECHOS DOCUMENTADOS Y SOLICITUDES CONCRETAS

Hecho 1 – Descuentos “RI Sueldo Basico” y “RI Pago Sueldo de Vacaciones” sin justificación 
aparente (2021-2022)

En mis colillas de pago aparecen deducciones recurrentes bajo los códigos “RI Sueldo Basico” y 
“RI Pago Sueldo de Vacaciones”, en los siguientes meses y con los siguientes valores visibles:

Mes y año Concepto Valor descontado
Diciembre 
2021

RI Pago Sueldo de 
Vacaciones

$510.108

Enero 2022 RI Sueldo Basico
(valor no visible en la captura, pero el neto a pagar 
reducido evidencia la deducción)

Febrero 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Abril 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Mayo 2022 RI Sueldo Basico $510.108
Agosto 2021 RI Sueldo Basico $510.108 (consta en el PDF de colillas)
En ninguna de esas colillas se indica la norma, acto administrativo, resolución, circular, decisión 
judicial o autorización escrita mía que respalde dichos descuentos. El artículo 149 del Código 
Sustantivo del Trabajo prohíbe al empleador hacer descuentos no autorizados por el trabajador o por 
la ley.



Solicitud 1:
1.1. ¿Qué significa el código “RI” en esos conceptos? Explique su naturaleza jurídica y origen 
normativo.
1.2. ¿Qué acto administrativo, norma legal o decisión judicial autoriza esos descuentos? 
Remítame copia íntegra, legible y certificada.
1.3. Indique, mes a mes (diciembre 2021; enero, febrero, abril, mayo, agosto 2022, y cualquier otro 
mes en que aparezca), el valor exacto descontado.
1.4. ¿Quién ordenó dichos descuentos? (nombre, cargo, dependencia y fecha de la orden). Si fue 
una orden escrita, anexe copia.
1.5. Si no existe acto administrativo o norma que los respalde, certifíquelo bajo juramento e 
indique el procedimiento inmediato para la devolución indexada de todos los valores descontados, 
con intereses moratorios.

Hecho 2 – Embargo “EMJUPI1” sin notificación (mayo-junio 2022)

En las colillas de mayo de 2022 se me descontaron 
960.568 yen juniode2022 semedescontaron 960.875∗∗ ∗∗ ∗∗ ∗∗  bajo el concepto “EMJUPI1 – 
Embargo Judicial Porcentaje Ingresos”. Nunca he recibido notificación de juzgado alguno, ni copia 
del oficio de embargo, ni se me ha informado el número del proceso o la autoridad que lo ordenó. 
Esto vulnera mi derecho al debido proceso (artículo 29 de la Constitución).

Solicitud 2:
2.1. Número del proceso judicial y juzgado que ordenó el embargo.
2.2. Copia del oficio de embargo o comunicación judicial.
2.3. Fecha y medio de notificación a mi persona. Si no hubo notificación, explique por qué.
2.4. Si el embargo ya cesó, fecha de cesación y si se me giró el saldo remanente.

Hecho 3 – Corrimiento ilegal de la bonificación pedagógica

Mi decreto de traslado del 16 de marzo de 2020 ordenó que me trasladara “sin solución de 
continuidad”, lo que implica conservar la fecha en que se pagaba mi bonificación pedagógica en 
Bello: septiembre. En Rionegro, la bonificación se pagó en mayo de 2021, luego en diciembre de 
2022, 2023 y 2024, con un atraso sistemático de un año. Además, estuve 8 meses sin percibir 
bonificación entre septiembre de 2020 y mayo de 2021. La bonificación del período 2024-2025 
debe pagarse en diciembre de 2025 y por el valor completo (no proporcional), toda vez que la 
suspensión que pesaba sobre mí fue revocada (Auto 006 de 2025) sin que existiera fallo 
condenatorio (artículo 218 de la Ley 1952 de 2019).

Solicitud 3:
3.1. Fecha exacta de pago de la bonificación del período 2024-2025 (debe ser diciembre de 2025, 
valor completo).
3.2. Liquidación completa y certificada de dicha bonificación, con base de cálculo.
3.3. Justificación del cambio de fecha de pago (de septiembre a mayo/diciembre) y de la supresión 
de 8 meses (septiembre 2020 a mayo 2021). Copia de los actos administrativos que establecieron la 
nueva fecha.



Hecho 4 – Salarios no pagados de la suspensión de 2021 (Auto 166/2021)

Mediante Auto 166 del 7 de septiembre de 2021 fui suspendida provisionalmente por tres meses 
(septiembre, octubre, noviembre de 2021) sin derecho a remuneración. Dicho proceso disciplinario 
nunca culminó en fallo condenatorio. El Auto 006 del 21 de noviembre de 2025 revocó la 
suspensión. Conforme al artículo 218 de la Ley 1952 de 2019, la entidad empleadora tiene la 
obligación de pagarme la totalidad de la remuneración dejada de percibir. A la fecha, no he recibido 
ni un peso de esos tres meses.

Solicitud 4:
4.1. Liquidación completa, mes a mes (salario, primas, bonificaciones) de los tres meses 
suspendidos en 2021.
4.2. Copia del acto administrativo que ordenó o denegó el pago.
4.3. Fecha proyectada de pago restituido indexado.

Hecho 5 – Pago parcial de la suspensión de 2025

Durante 2025 fui suspendida desde el 1 de agosto hasta el 21 de noviembre (cuando fue revocada). 
La Secretaría realizó un pago parcial, excluyendo la bonificación pedagógica y liquidando un 
período incorrecto (aparentemente de mayo a diciembre, lo cual es ilegal porque la suspensión no 
cubrió mayo ni junio).

Solicitud 5:
5.1. Liquidación desagregada del pago realizado: período exacto, conceptos, montos brutos, 
deducciones, fecha de pago.
5.2. Explicación legal de por qué excluyeron la bonificación pedagógica de 2025 (siendo que la 
suspensión fue revocada sin fallo y el tiempo suspendido se computa para efectos prestacionales).
5.3. Si liquidaron el período mayo-diciembre (como se presume), la justificación legal para extender 
la suspensión a meses no afectados.

Hecho 6 – Aportes pensionales (FOMAG) incompletos durante las suspensiones (2021 y 2025)

Durante los períodos de suspensión de 2021 y 2025, la Secretaría solo pagó la parte del empleador 
(el 75% aproximadamente) al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG) y omitió 
pagar la parte correspondiente al empleado (mi cotización del 25% aproximadamente), bajo el 
argumento de que “no había de dónde descontar”. Esto viola la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional (sentencias T-568/99, T-1040/12, SU-995/99), según la cual, cuando la suspensión es 
revocada sin fallo condenatorio, el empleador debe pagar la totalidad de los aportes (tanto su parte 
como la del empleado) para garantizar el derecho fundamental a la seguridad social del trabajador. 
Mi derecho a la pensión se ha visto afectado porque esas semanas no aparecen cotizadas.

Solicitud 6:
6.1. Certificación mes a mes desde enero de 2020 hasta la fecha de respuesta, indicando:

 Valores aportados por el empleador y por la empleada (separadamente).

 Meses en los que solo se pagó la parte del empleador (suspensiones).

 Meses en los que se pagaron ambas partes.



 Copia de los comprobantes PILA de todos esos meses.
6.2. Corrección inmediata: que la Secretaría asuma el pago de las cotizaciones del empleado 
correspondientes a los períodos de suspensión de 2021 y 2025, y las traslade al FOMAG, 
con los respectivos intereses moratorios.
6.3. Certificado de semanas cotizadas actualizado a la fecha.

Hecho 7 – Omisión del descuento sindical de ADIDA (desde marzo de 2020)

Desde mi traslado de Bello a Rionegro (marzo de 2020), la Secretaría no ha realizado el descuento 
de mi cuota sindical de ADIDA, a pesar de mi autorización expresa. Esta omisión me ha dejado sin 
acompañamiento sindical en los procesos disciplinarios y configura una violación del artículo 39 de 
la Constitución y del artículo 379 del Código Sustantivo del Trabajo.

Solicitud 7:
7.1. Certificación de si se ha realizado el descuento desde marzo de 2020. Si no, las razones.
7.2. Voluntad de regularizar el descuento a partir de la nómina actual y de pagar retroactivamente 
los valores adeudados al sindicato.

Hecho 8 – Falta de respuesta de fondo al derecho de petición RNG2026ER001181

El 1 de abril de 2026 radiqué un derecho de petición (RNG2026ER001181) solicitando información 
sobre salarios de suspensión, bonificación y otros asuntos. Mediante oficio del 28 de abril de 2026, 
usted, señor Subsecretario, amplió el plazo hasta el 28 de mayo de 2026. Sin embargo, a la fecha no 
he recibido ninguna respuesta de fondo que resuelva lo pedido, ni los documentos solicitados.

Solicitud 8:
8.1. Respuesta de fondo al radicado RNG2026ER001181, con todos los documentos y 
certificaciones requeridos. No más ampliaciones de plazo.

Hecho 9 – Restitución de todos los valores descontados ilegalmente

De acuerdo con las solicitudes 1.5 y 2.4, solicito que se inicie el procedimiento administrativo para 
la devolución indexada de:

 Todos los valores descontados bajo los conceptos “RI” (2021-2022).

 Los valores descontados por “EMJUPI1” si no se acredita legalmente el embargo.

 Con intereses moratorios calculados desde cada mes de descuento hasta la fecha de 
restitución.

Solicitud 9:
9.1. Iniciar dicho procedimiento de manera inmediata y comunicarme por escrito los pasos a seguir.

II. FUNDAMENTOS LEGALES GENERALES

 Artículo 23 CN y Ley 1755 de 2015: Derecho de petición. Plazo de respuesta: 15 días 
hábiles.



 Artículo 218 de la Ley 1952 de 2019: Reintegro automático y pago total de remuneración 
dejada de percibir cuando termina la suspensión sin fallo.

 Artículo 149 del CST: Prohibición de descuentos no autorizados por el trabajador o por ley.

 Artículos 48 y 53 de la Constitución: Derecho a la seguridad social y favorabilidad laboral.

 Jurisprudencia de la Corte Constitucional (T-568/99, T-1040/12, SU-995/99): En caso de 
suspensión revocada sin fallo, el empleador debe pagar la totalidad de los aportes a la 
seguridad social (empleador y empleado) para no afectar el derecho a la pensión.

 Artículo 379 del CST: Obligación del empleador de descontar la cuota sindical cuando el 
trabajador lo autoriza.

 Artículo 29 de la Constitución: Debido proceso – derecho a notificación de embargos.

III. PLAZO Y ADVERTENCIA

El término para resolver este derecho de petición es de quince (15) días hábiles contados a partir 
del día siguiente de su radicación (artículo 14 de la Ley 1755 de 2015). La respuesta debe enviarse 
al correo electrónico que he indicado.

El silencio administrativo, la respuesta evasiva o incompleta será considerada mala fe y se 
utilizará como prueba en:

 La queja disciplinaria E-2026-246145 que ya cursa en la Procuraduría General de la Nación.

 Una acción de tutela por mora administrativa que interpondré el día 16 hábil sin 
respuesta.

 Una eventual demanda de reparación directa ante la jurisdicción contencioso-
administrativa por los perjuicios económicos y morales causados.

Atentamente,

Docente de Matemáticas
Correo: lacuerpa@riseup.net

Dado en Rionegro, a 4 de mayo de 2026.
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